
Expediente RDL-035. Decreto Ley 903 de mayo de 2017, por el cual se dictan disposiciones sobre la realización de un inventario 
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Magistrado Ponente: ALEJANDO LINARES CANTILLO

Intrvención de: JAIRO ESTRADA ÁLVAREZ
Vocero del Movimiento Voces de Paz y Reconciliación

1. La normatividad sometida a examen de constitucionalidad

La Honorable Corte Constitucional debe decidir sobre la exequibilidad del Decreto con fuerza de ley No. 903 de 2017.

1.1. Aspectos formales

Desde el punto de vista formal, la norma objeto de estudio se ajusta plenamente al ordenamiento constitucional por las siguientes razo-
nes:

a) Fue adoptada por el Gobierno nacional con fundamento en el artículo 2 del Acto Legislativo 01 de 2016, reforma constitucional ya 
sometida a juicio y declarada exequible por parte de esta Corporación;
b) Según lo establecido en los considerandos, su contenido ha observado con rigor los criterios de validez constitucional, satisfaciendo 
los requisitos de conexidad y necesida estricta (urgencia manifiesta), definidos en las sentencias C-699 de 2016, y C-160 y C-174 de 
2017.
c) Su trámite se surtió debidamente conforme a las normas procedimentales establecidas por el Acto Legislativo 01 de 2016.

1.2. Contenido material del Decreto

Desde el punto de vista material, el decreto se expide en el contexto de la excepcionalidad de la terminación de la expresión armada del 
conflicto político, económico y social. La materia de regulación es en sí misma una excepcionalidad referida al necesario tratamiento jurí-
dico que se le debe dar a una situación particular, cual es la derivada de la llamada economía de guerra. 

En ese sentido, el decreto contempla:

a) El compromiso de las FARC-EP de elaborar un inventario definitivo de sus bienes y activos dentro de un término o plazo que debe 
coincidir con la fecha de terminación de la existencia jurídica de las Zonas Veredales Transitorias de Normalización, ZVTN, y Puntos Tran-
sitorios de Normalización, PTN, así como el procedimiento para su entrega (art 1º y 2º);
b) La organización de un Fondo, como un patrimonio autónomo del Departamento Administrativo de la Presidencia, que servirá de re-
ceptor de todos los bienes y recursos patrimoniales monetizados y no monetizados inventariados (art 3º );
c) El definición de la finalidad del Fondo para la reparación material de las víctimas del conflicto, en el marco de las medidas de repara-

ción integral y de aspectos del proceso de reincorporación económica y social, contemplados en el punto 3.2.2 del Acuerdo Final (art 4º).
d) La protección de los derechos adquiridos de las víctimas, que no podrán ser limitados, anulados o restringidos por las medidas que 
se adopten conforme al Decreto (art 5º).

2. El fundamento jurídico del Decreto

El fundamento jurídico se encuentra definido en el artículo 1º del Decreto objeto de estudio, conforme al cual las FARC-EP deben elaborar 
un inventario definitivo de sus bienes y activos a más tardar en la fecha de terminación de la existencia jurídica de las Zonas y Puntos de 
Normalización. La existencia jurídica de las Zonas y Puntos ha tenido dos redefiniciones. La primera, por dos meses prorrogables, estable-
cida en el propio decreto y contada a partir de su entrada en vigor, es decir, hasta el 29 de julio de 2017; y la segunda, extendida desde 
esa fecha hasta el 15 de agosto. 

Según lo anterior, al día de hoy no ha concluido el plazo para el cumplimiento de esa obligación,  pero se ha informado que el 29 de julio 
las FARC-EP presentaron un inventario preliminar que deberá completarse en los días restantes, demostrándose una vez más que las 
FARC-EP vienen cumpliendo con todo a lo que se han comprometido.

3. Contenido y alcance del inventario

De acuerdo con las mismas normas citadas ese inventario debe referirse a bienes, activos, enseres y valores existentes a la fecha esta-
blecida. 

El alcance jurídico de ese inventario fue señalado en el artículo transitorio 5º del Acto Legislativo No. 1 de 2017, conforme al cual corres-
ponde a la jurisdicción ordinaria la investigación y juzgamiento de los delitos de que trata el libro segundo, capítulo quinto, título décimo 
del Código Penal, cuando tales delitos se cometan sobre bienes o activos que no hayan sido incluidos en el inventario definitivo acordado 
y elaborado durante el tiempo en que las FARC-EP permanezcan en las Zonas y Puntos de Normalización en el proceso de dejación de 
armas, y siempre que se hayan realizado actos de ejecución después de la entrega definitiva de ese inventario.

Las figuras delictivas a las cuales se refiere la norma son el lavado de activos, la omisión de control y de reportes sobre transacciones, 
movilización o almacenamiento de dinero, el testaferrato y el enriquecimiento ilícito de particulares.

Por tal razón, en armonía con ese artículo 5º transitorio, el Decreto dispuso en su artículo 2º que respecto de la tenencia, uso y usufructo 
colectivo o individual de los bienes, enseres y valores comprendidos en el inventario, transferidos al patrimonio autónomo -que se consi-
dere han sido bienes colectivos de las FARC-EP-, no cabe acción penal alguna por parte de la jurisdicción ordinaria por conductas cuyos 
actos de ejecución hayan ocurrido antes de la entrega de referido inventario, es decir, del 15 de agosto de 2017.

En consecuencia, el inventario es determinante para definir si conductas relacionadas con los bienes y valores incluidos en el mismo, no 
son delitos de competencia de la jurisdicción ordinaria y, por lo tanto, respecto de ellos no se podrá adelantar por la jurisdicción ordinaria 
acción penal alguna.

Las FARC-EP en tránsito a la vida civil y la actividad política legal son las menos interesadas en que se presenten situaciones que puedan 
ponerlas por fuera del Acuerdo Final y de sus desarrollos normativos. Además han manifestado que la obligación asumida en el Decreto 
903 de 2017, se inscribe dentro de su compromiso de contribuir a la reparación integral de las víctimas del conflicto.

3.1. Consideraciones sobre la realización del inventario

Para una mejor comprensión del inventario a entregar, es preciso tener en cuenta las siguientes consideraciones básicas:  

3.1.1. La existencia material de una “economía de guerra” y efectos del proceso de paz

Las FARC-EP han sido a lo largo de su historia, desde 1964, una organización de carácter político-militar, que se alzó en armas  en ejerci-
cio del derecho a la rebelión contra el orden social, económico y político existente. Por obvias razones, nunca han sido una persona jurídi-
ca bajo las modalidades definidas por el ordenamiento jurídico colombiano. Por consiguiente, de ellas no pueden predicarse, en estricto 
sentido, las características inherentes a toda persona jurídica, como la de ser titular jurídico del derecho de dominio o propiedad.

Durante el período del alzamiento armado las FARC-EP asumieron las caracteríticas propias de un ejército rebelde y operaron como tal en 
el territorio nacional y, obviamente, enfrentaron a las entidades y autoridades del Estado allí existentes. Asimismo, entraron en relación 
con la población allí asentada , sobre la base de decisiones y acciones  adoptadas y ejecutadas por las instancias definidas por la organi-
zación. Para operar como un ejército rebelde y llevar adelante sus planes político-militares, las FARC-EP tuvieron que asumir múltiples 
costos de funcionamiento e inversión, dentro de los cuales se encuentran:

a) El sostenimiento de sus integrantes y combatientes; 
b) La dotación militar y de material de intendencia;
c) La adquisición de armamento;
d) La provisión de la infraestructura indispensable para su accionar y para adelantar sus relaciones con las respectivas comunidades;
e) Los sistemas de salud y rehabilitación de sus integrantes y de la población afectada por el conflicto armado.

Tales costos fueron atendidos a través de diferentes fuentes, principalmente de tributación y del desarrollo de una economía para el au-
toabastecimiento, que en su conjunto conformaron una “economía de guerra”, en función de la rebelión, de manera similar a como ha 
ocurrido en la muy documentada experiencia internacional. 

Durante las conversaciones de paz, en forma progresiva y en relación estrecha con lo convenido en la Mesa de La Habana en diferentes 
momentos, las FARC-EP dejaron de utilizar las fuentes de captación de recursos para sustentar su “economía de guerra”. La cesación 
plena de la captación de recursos se produjo al momento del inicio del traslado a las Zonas y Puntos de Normalización, acción ésta con la 
cual desistieron además de su despliegue estratégico en el plano militar. 

Por consiguiente, a la fecha en que se debe entregar el inventario de bienes y activos (15 de agosto de 2017), debe tenerse en cuenta 
que las FARC-EP ya no están utilizando ningún medio para la captación de recursos y, lo que es aún más importante, no estarán actuando 
a través de sus integrantes sobre los bienes y activos declarados. 

3.1.2. Gasto de los recursos de la “economía de guerra” y estado patrimonial actual 

En una guerra tan intensa como la adelantada en Colombia y particularmente durante el período anterior al inicio de las conversaciones 
de paz, debe presumirse que buena parte de los recursos captados para financiar la “economía de guerra” fueron destinados para gastos 
de funcionamiento y que el mayor porcentaje del excedente se utilizó para la inversión bélica. Así como el gasto de las Fuerzas Militares y 
de Policía del Estado se incrementó en forma significativa durante las últimas décadas, otro tanto debe presumirse del gasto militar de 
los rebeldes. Y cuando cesan la operaciones de financiamiento, se recurre -por simple lógica- a gastar parte significativa de lo que se 
pueda haber acumulado. 

Con todo, hay bienes y valores remanentes, que son justamente los que las FARC-EP se comprometieron a declarar y sobre los que el 
Estado, particularmente por cuenta de la Fiscalía General de la Nación, afirma tener información consolidada. Mediante un ejercicio de 
análisis relativamente elemental puede afirmarse que los activos y bienes de las FARC-EP estarían, entre otros, constituidos por:

a) Los uniformes y bienes de uso personal que venían utilizando sus integrantes hasta el traslado las Zonas y Puntos de Normaliza-
ción;
b) Los bienes y redes para la movilización y la comunicación que se emplearon y que aún pueden ser utilizados;
c) El armamento que ha sido objeto del proceso de dejación armas;
d) Las obras de infraestructura (carreteras, puentes, represas, instalaciones, edificaciones para actividades de salud, educativas o cul-
turales de los  integrantes y de la población de las respectivas áreas o zonas territoriales);
e) Los semovientes que hoy pueden encontrarse en territorios ocupados o usufructuados por la organización con anterioridad a la 
fecha del inventario;
f) El dinero efectivo u otros bienes o valores;
g) Las tierras y otros bienes inmuebles.

3.1.3. Situaciones relativas a las tierras o bienes inmuebles

En su accionar las FARC EP no adquirieron ni podían adquirir formalmente tierras, dado que carecían de personería jurídica. Sin embargo, 
es indudable que sus operaciones exigían utilizar o usufructuar tierras o inmuebles, para lo cual es preciso distinguir las siguientes situa-
ciones:

a) Utilización de tierras baldías no ocupadas. Dado que los integrantes de las FARC-EP se encuentran ya en las Zonas y Puntos de Nor-
malización puede afirmarse que ninguna de estas tierras baldías se encuentran hoy ocupadas. Es posible que como resultado de la pose-
sión material se hayan hecho mejoras, que aún pueden persistir. Tales mejoras deberán tasarse en desarrollo de las medidas previstas en 
el Decreto objeto de estudio.
b) Utilización de tierras baldías ocupadas por terceras personas. Es probable que en su accionar las FARC-EP hayan realizado transac-
ciones económicas de diversa índole con sus ocupantes, la cuales terminaron con el traslado a las Zonas y Puntos de Normalización. En 
consecuencia, si aún  existen ocupantes, ellos son titulares del derecho material de posesión y de las mejoras que se hayan realizado. 
Además, al no estár siendo utilizadas por parte de las FARC EP, podrían entrar a operar los mecanismos judiciales vigentes para el resta-

blecimiento de la posesión material perdida transitoriamente. 
c) Utilización de tierras de propiedad privada. Lo ocurrido en esta hipótesis, puede haber dado lugar a dos situaciones: 
1) Los propietarios abandonaron los predios y como resultado de ello la organización rebelde los usufructuó e inclusive adicionó mejo-
ras o bienes. Como esa utilización también ha concluido, los propietarios deben haber regresado o están en capacidad de regresar a sus 
predios. Igualmente podrían operar los mecanismos judiciales vigentes para el restablecimiento de la posesión material perdida transito-
riamente. 
2) Los propietarios, en razón de la ocupación derivada de las acciones de guerra o militares, aceptaron transacciones económicas de 
diversa índole. Esta situación igualmente ya ha concluido y los predios correspondientes están siendo poseídos por sus titulares forma-
les. 
d) Otros bienes y valores: Dadas las condiciones irregulares, transitorias e itinerantes de las acciones militares guerrilleras, adelantadas 
durante un tiempo prolongado y en múltiples y complejas áreas de la geografía nacional, es posible y explicable que determinados bienes 
y activos no puedan ser individualizados en el inventario y correspondan a los que haya identificado la Fiscalía General de la Nación u 
otras autoridades del Estado.  En este caso tales bienes y valores, si así lo indican las FARC EP, podrían ser parte integrante del inventario, 
para los efectos legales correspondientes, previa verificación de las circunstancias que se indiquen, y siempre y cuando correspondan a 
las situaciones de la “economía de guerra” que se han señalado anteriormente.

3.1.4. La elaboración del inventario.

Las expresiones “acordado y elaborado” del inciso 4º del artículo 5º transitorio del Acto Legislativo No. 1 de 2017, se refieren a activida-
des propias e internas de las FARC EP y no suponen la confluencia de voluntades de otras personas.

4. El Patrimonio Autónomo y el Fondo Fiduciario

Como ya se indicó, lo consagrado en el inventario deberá incorporarse a un patrimonio autónomo sometido a administración fiduciaria, 
bajo las reglas que el Decreto contempla. A este respecto es preciso observar lo siguiente:

4.1. Patrimonio autónomo y administración fiduciaria

El Decreto-Ley 903 de 2017 creó de manera directa un Patrimonio Autónomo en cabeza del Departamento Administrativo de la Presi-
dencia. No se trata, por consiguiente de una persona jurídica. Esta modalidad la ha utilizado el legislador en otras materias. La misma ley 
señaló que la administración de dicho Fondo debe hacerse mediante contrato fiduciario, en el que se precisen los términos de la adminis-
tración, la destinación del patrimonio, los criterios para la monetización, y el gobierno del contrato fiduciario a través de un Consejo Fidu-
ciario. Todo esto se ajusta al ordenamiento jurídico.

4.2. La organización del Fondo.

Según la ley, una vez presentado el inventario, el Departamento Administrativo de la Presidencia debe proceder a celebrar el contrato 
para la administración del Patrimonio Autónomo a través de un Fondo Fiduciario. De esa manera se habilita la transferencia de los bienes 
y activos que conforman el patrimonio. La administración del Fondo a través del Fondo Fiduciario es competencia exclusiva del Gobierno 

Nacional. La función de la CSIVI consiste en recomendar; es decir no es vinculante. Por tanto, no puede predicarse incidencia de las 
FARC-EP en la administración del Fondo. 

4.3. El procedimiento de transferencia

La transferencia de los bienes y activos del inventario a la administración fiduciaria será un proceso complejo que no admite cuentas ale-
gres o titulares espectaculares de prensa como es ya práctica en el país. Según su naturaleza, en aquellos bienes sobre cuya titularidad 
jurídica no existan inconvenientes se podrá realizar la transferencia. Pero tratándose de aquellos respecto de los cuales existan dudas o 
dificultades para definir su titularidad jurídica, previamente deberá esclarecerse esa titularidad conforme a la ley para poder hacer la 
transferencia. Le corresponderá al Departamento Administrativo de la Presidencia definir cómo se debe proceder en cada caso.

A manera de ilustración, expongo algunas dificultades para la definición de la titularidad jurídica de los bienes:

Los bienes de carácter mueble que se incluyan en el inventario se pueden incorporar al Fondo y en determinados casos procederá su mo-
netización, atendiendo en todo caso las normas contables sobre la depreciación.

Tratándose de tierras o bienes inmuebles, para su ingreso al Fondo habría que distinguir:

a) Si se trata de tierras baldías, como tales pertenecen a la Nación y con ese carácter podrían llegar a ser parte del Fondo.
b) La mejoras en esas tierras baldías pueden carecer de titular y entrarían como tales al Fondo; pero pueden pertenecer a personas 
jurídicas o naturales, caso en el cual su ingreso al Fondo supondría la previa determinación de su titularidad y la forma de su reconoci-
miento económico por parte del Estado.
c) Si son de tierras de propiedad privada, la viabilidad de su ingreso al Fondo dependerá de la determinación de la titularidad de su pro-
piedad y de la forma de reconocimiento económico por parte del Estado.

En otras palabras, en el caso de derechos de posesión material o de derechos formales de propiedad, será preciso que entren a operar 
los mecanismos que ofrece el ordenamiento jurídico para su esclarecimiento e inclusive los establecidos para la restitución de tierras o 
para la recuperación de la posesión material, tales como la extinción del dominio, la clarificación de la propiedad, la recuperación de bal-
díos y la propia restitución de tierras.

Como se observa, las situaciones pueden llegar a ser muy complejas y, por lo tanto, sólo una vez conocidos los detalles y características 
de los bienes incluidos en el inventario, se podrán definir los mecanismos y procedimientos de incorporación o no al Fondo que, también 
pueden incluir los definidos en cuanto a extinción de dominio conforme al artículo 34 inciso 2º de la Constitución Política.

Por tanto, si se procede con rigor y con arreglo estricto al ordenamiento jurídico, debería evitarse toda demagogia propia de la política-es-
pectáculo acerca de la fabulosa fortuna de la guerrilla. En este punto vale la pena hacer un llámado a la sindéresis y un rechazo a la ins-
trumentalización con fines políticos y electorales del debate sobre los bienes de las FARC-EP.

4.4. La compatibilidad con la Unidad de Caja-art 359 de la CP

El artículo 350 de la Carta Política prohibe las rentas nacionales con destinación específica, pero exceptúa las destinadas a inversión 
social. Como lo precisaré en el punto subsiguiente, la destinación de los bienes del Fondo corresponde sin discusión alguna a inversión 
social. Por tanto, no se afecta en absoluto el principio constitucional (y de presupuestación) de la unidad de caja.

5. La destinación del Fondo Fiduciario

La destinación del Fondo Fiduciario es para inversión social y se ajusta plenamente al ordenamiento jurídico, en la medida en que el De-
creto 903 de 2017 señala que tal destinación debe hacerse “en el marco de las medidas de reparación integral y la implementación de los 
programas contemplados en el punto 3.2.2 del Acuerdo Final”. Con el Fondo se busca contribuir a dos propósitos esenciales de la termi-
nación del conflicto, la reparación integral de las víctimas y la reincorporación económica y social de las FARC-EP, ambos se suma impor-
tancia para consolidar las condiciones de una paz estable y duradera. Es obvio suponer además que se trata apenas de contribuir a los 
mencionados propósitos, pues el Fondo no tiene la capacidad financiera para suplir obligaciones y compromisos del Estado que deben 
asumirse con cargo a recursos del presupuesto, específicamente señalados para tal efecto. 

La destinación de recursos prevista en el decreto se refiere a dos situaciones particulares:

a) Recursos para la reparación integral de la víctimas derivados del cumplimiento de las decisiones que con carácter sancionatorio 
puedan imponerse en la Jurisdicción Especial para la Paz, bajo el concepto de justicia restaurativa que le es inherente a ella;

b) Recursos para aspectos de la reincorporación económica y social, en especial los del punto 3.2.2.7 del Acuerdo Final que se refiere a 
los “Planes o programas sociales” derivados del censo socioeconómico realizado por la Universidad Nacional de Colombia, los cuales 
tienen como destinatarios a los integrantes de las FARC-EP y sus familias. No se trata, como se ha malintepretado o tergiversado, de la 
financiación de todo el punto 3.2.2., que incluye al Centro de Pensamiento o prestaciones económicas como la renta básica, la asignación 
única de normalización, apoyos económicos para proyectos productivos, y seguridad social, para los cuales ya existe la asignación presu-
puestal correspondiente.

Esta destinación, que ha sido objeto de controversia, encuentra sustento además en desarrollos jurisprudenciales de la Honorable Corte 
Constitucional, como los incluidos en la Sentencia C370/06, conforme a la cual la responsabilidad patrimonial de los autores de conductas 
delictivas tiene como límite la “preservación de la subsistencia digna del sujeto a quien dicha responsabilidad se imputa”, pues de lo que 
se trata es de permitir que al mismo tiempo que se concurre a la reparación material de las víctimas, sea jurídicamente viable que se con-
templen recursos para la subsistencia digna de lo sujetos responsables, como son los indispensables para atender los programas socia-
les a que se ha hecho referencia.

Señoras y Señores Magistradas y Magistrados de la Honorable Corte Constitucional, en atención a lo aquí expuesto considero que el De-
creto 903 de 2017 se ajusta en todo al ordenamiento constitucional vigente. Por tanto, solicito a ustedes que se considere s exequibili-
dad.

Bogotá, 9 de agosto de 2017
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ponde a la jurisdicción ordinaria la investigación y juzgamiento de los delitos de que trata el libro segundo, capítulo quinto, título décimo 
del Código Penal, cuando tales delitos se cometan sobre bienes o activos que no hayan sido incluidos en el inventario definitivo acordado 
y elaborado durante el tiempo en que las FARC-EP permanezcan en las Zonas y Puntos de Normalización en el proceso de dejación de 
armas, y siempre que se hayan realizado actos de ejecución después de la entrega definitiva de ese inventario.

Las figuras delictivas a las cuales se refiere la norma son el lavado de activos, la omisión de control y de reportes sobre transacciones, 
movilización o almacenamiento de dinero, el testaferrato y el enriquecimiento ilícito de particulares.

Por tal razón, en armonía con ese artículo 5º transitorio, el Decreto dispuso en su artículo 2º que respecto de la tenencia, uso y usufructo 
colectivo o individual de los bienes, enseres y valores comprendidos en el inventario, transferidos al patrimonio autónomo -que se consi-
dere han sido bienes colectivos de las FARC-EP-, no cabe acción penal alguna por parte de la jurisdicción ordinaria por conductas cuyos 
actos de ejecución hayan ocurrido antes de la entrega de referido inventario, es decir, del 15 de agosto de 2017.

En consecuencia, el inventario es determinante para definir si conductas relacionadas con los bienes y valores incluidos en el mismo, no 
son delitos de competencia de la jurisdicción ordinaria y, por lo tanto, respecto de ellos no se podrá adelantar por la jurisdicción ordinaria 
acción penal alguna.

Las FARC-EP en tránsito a la vida civil y la actividad política legal son las menos interesadas en que se presenten situaciones que puedan 
ponerlas por fuera del Acuerdo Final y de sus desarrollos normativos. Además han manifestado que la obligación asumida en el Decreto 
903 de 2017, se inscribe dentro de su compromiso de contribuir a la reparación integral de las víctimas del conflicto.

3.1. Consideraciones sobre la realización del inventario

Para una mejor comprensión del inventario a entregar, es preciso tener en cuenta las siguientes consideraciones básicas:  

3.1.1. La existencia material de una “economía de guerra” y efectos del proceso de paz

Las FARC-EP han sido a lo largo de su historia, desde 1964, una organización de carácter político-militar, que se alzó en armas  en ejerci-
cio del derecho a la rebelión contra el orden social, económico y político existente. Por obvias razones, nunca han sido una persona jurídi-
ca bajo las modalidades definidas por el ordenamiento jurídico colombiano. Por consiguiente, de ellas no pueden predicarse, en estricto 
sentido, las características inherentes a toda persona jurídica, como la de ser titular jurídico del derecho de dominio o propiedad.

Durante el período del alzamiento armado las FARC-EP asumieron las caracteríticas propias de un ejército rebelde y operaron como tal en 
el territorio nacional y, obviamente, enfrentaron a las entidades y autoridades del Estado allí existentes. Asimismo, entraron en relación 
con la población allí asentada , sobre la base de decisiones y acciones  adoptadas y ejecutadas por las instancias definidas por la organi-
zación. Para operar como un ejército rebelde y llevar adelante sus planes político-militares, las FARC-EP tuvieron que asumir múltiples 
costos de funcionamiento e inversión, dentro de los cuales se encuentran:

a) El sostenimiento de sus integrantes y combatientes; 
b) La dotación militar y de material de intendencia;
c) La adquisición de armamento;
d) La provisión de la infraestructura indispensable para su accionar y para adelantar sus relaciones con las respectivas comunidades;
e) Los sistemas de salud y rehabilitación de sus integrantes y de la población afectada por el conflicto armado.

Tales costos fueron atendidos a través de diferentes fuentes, principalmente de tributación y del desarrollo de una economía para el au-
toabastecimiento, que en su conjunto conformaron una “economía de guerra”, en función de la rebelión, de manera similar a como ha 
ocurrido en la muy documentada experiencia internacional. 

Durante las conversaciones de paz, en forma progresiva y en relación estrecha con lo convenido en la Mesa de La Habana en diferentes 
momentos, las FARC-EP dejaron de utilizar las fuentes de captación de recursos para sustentar su “economía de guerra”. La cesación 
plena de la captación de recursos se produjo al momento del inicio del traslado a las Zonas y Puntos de Normalización, acción ésta con la 
cual desistieron además de su despliegue estratégico en el plano militar. 

Por consiguiente, a la fecha en que se debe entregar el inventario de bienes y activos (15 de agosto de 2017), debe tenerse en cuenta 
que las FARC-EP ya no están utilizando ningún medio para la captación de recursos y, lo que es aún más importante, no estarán actuando 
a través de sus integrantes sobre los bienes y activos declarados. 

3.1.2. Gasto de los recursos de la “economía de guerra” y estado patrimonial actual 

En una guerra tan intensa como la adelantada en Colombia y particularmente durante el período anterior al inicio de las conversaciones 
de paz, debe presumirse que buena parte de los recursos captados para financiar la “economía de guerra” fueron destinados para gastos 
de funcionamiento y que el mayor porcentaje del excedente se utilizó para la inversión bélica. Así como el gasto de las Fuerzas Militares y 
de Policía del Estado se incrementó en forma significativa durante las últimas décadas, otro tanto debe presumirse del gasto militar de 
los rebeldes. Y cuando cesan la operaciones de financiamiento, se recurre -por simple lógica- a gastar parte significativa de lo que se 
pueda haber acumulado. 

Con todo, hay bienes y valores remanentes, que son justamente los que las FARC-EP se comprometieron a declarar y sobre los que el 
Estado, particularmente por cuenta de la Fiscalía General de la Nación, afirma tener información consolidada. Mediante un ejercicio de 
análisis relativamente elemental puede afirmarse que los activos y bienes de las FARC-EP estarían, entre otros, constituidos por:

a) Los uniformes y bienes de uso personal que venían utilizando sus integrantes hasta el traslado las Zonas y Puntos de Normaliza-
ción;
b) Los bienes y redes para la movilización y la comunicación que se emplearon y que aún pueden ser utilizados;
c) El armamento que ha sido objeto del proceso de dejación armas;
d) Las obras de infraestructura (carreteras, puentes, represas, instalaciones, edificaciones para actividades de salud, educativas o cul-
turales de los  integrantes y de la población de las respectivas áreas o zonas territoriales);
e) Los semovientes que hoy pueden encontrarse en territorios ocupados o usufructuados por la organización con anterioridad a la 
fecha del inventario;
f) El dinero efectivo u otros bienes o valores;
g) Las tierras y otros bienes inmuebles.

3.1.3. Situaciones relativas a las tierras o bienes inmuebles

En su accionar las FARC EP no adquirieron ni podían adquirir formalmente tierras, dado que carecían de personería jurídica. Sin embargo, 
es indudable que sus operaciones exigían utilizar o usufructuar tierras o inmuebles, para lo cual es preciso distinguir las siguientes situa-
ciones:

a) Utilización de tierras baldías no ocupadas. Dado que los integrantes de las FARC-EP se encuentran ya en las Zonas y Puntos de Nor-
malización puede afirmarse que ninguna de estas tierras baldías se encuentran hoy ocupadas. Es posible que como resultado de la pose-
sión material se hayan hecho mejoras, que aún pueden persistir. Tales mejoras deberán tasarse en desarrollo de las medidas previstas en 
el Decreto objeto de estudio.
b) Utilización de tierras baldías ocupadas por terceras personas. Es probable que en su accionar las FARC-EP hayan realizado transac-
ciones económicas de diversa índole con sus ocupantes, la cuales terminaron con el traslado a las Zonas y Puntos de Normalización. En 
consecuencia, si aún  existen ocupantes, ellos son titulares del derecho material de posesión y de las mejoras que se hayan realizado. 
Además, al no estár siendo utilizadas por parte de las FARC EP, podrían entrar a operar los mecanismos judiciales vigentes para el resta-

blecimiento de la posesión material perdida transitoriamente. 
c) Utilización de tierras de propiedad privada. Lo ocurrido en esta hipótesis, puede haber dado lugar a dos situaciones: 
1) Los propietarios abandonaron los predios y como resultado de ello la organización rebelde los usufructuó e inclusive adicionó mejo-
ras o bienes. Como esa utilización también ha concluido, los propietarios deben haber regresado o están en capacidad de regresar a sus 
predios. Igualmente podrían operar los mecanismos judiciales vigentes para el restablecimiento de la posesión material perdida transito-
riamente. 
2) Los propietarios, en razón de la ocupación derivada de las acciones de guerra o militares, aceptaron transacciones económicas de 
diversa índole. Esta situación igualmente ya ha concluido y los predios correspondientes están siendo poseídos por sus titulares forma-
les. 
d) Otros bienes y valores: Dadas las condiciones irregulares, transitorias e itinerantes de las acciones militares guerrilleras, adelantadas 
durante un tiempo prolongado y en múltiples y complejas áreas de la geografía nacional, es posible y explicable que determinados bienes 
y activos no puedan ser individualizados en el inventario y correspondan a los que haya identificado la Fiscalía General de la Nación u 
otras autoridades del Estado.  En este caso tales bienes y valores, si así lo indican las FARC EP, podrían ser parte integrante del inventario, 
para los efectos legales correspondientes, previa verificación de las circunstancias que se indiquen, y siempre y cuando correspondan a 
las situaciones de la “economía de guerra” que se han señalado anteriormente.

3.1.4. La elaboración del inventario.

Las expresiones “acordado y elaborado” del inciso 4º del artículo 5º transitorio del Acto Legislativo No. 1 de 2017, se refieren a activida-
des propias e internas de las FARC EP y no suponen la confluencia de voluntades de otras personas.

4. El Patrimonio Autónomo y el Fondo Fiduciario

Como ya se indicó, lo consagrado en el inventario deberá incorporarse a un patrimonio autónomo sometido a administración fiduciaria, 
bajo las reglas que el Decreto contempla. A este respecto es preciso observar lo siguiente:

4.1. Patrimonio autónomo y administración fiduciaria

El Decreto-Ley 903 de 2017 creó de manera directa un Patrimonio Autónomo en cabeza del Departamento Administrativo de la Presi-
dencia. No se trata, por consiguiente de una persona jurídica. Esta modalidad la ha utilizado el legislador en otras materias. La misma ley 
señaló que la administración de dicho Fondo debe hacerse mediante contrato fiduciario, en el que se precisen los términos de la adminis-
tración, la destinación del patrimonio, los criterios para la monetización, y el gobierno del contrato fiduciario a través de un Consejo Fidu-
ciario. Todo esto se ajusta al ordenamiento jurídico.

4.2. La organización del Fondo.

Según la ley, una vez presentado el inventario, el Departamento Administrativo de la Presidencia debe proceder a celebrar el contrato 
para la administración del Patrimonio Autónomo a través de un Fondo Fiduciario. De esa manera se habilita la transferencia de los bienes 
y activos que conforman el patrimonio. La administración del Fondo a través del Fondo Fiduciario es competencia exclusiva del Gobierno 

Nacional. La función de la CSIVI consiste en recomendar; es decir no es vinculante. Por tanto, no puede predicarse incidencia de las 
FARC-EP en la administración del Fondo. 

4.3. El procedimiento de transferencia

La transferencia de los bienes y activos del inventario a la administración fiduciaria será un proceso complejo que no admite cuentas ale-
gres o titulares espectaculares de prensa como es ya práctica en el país. Según su naturaleza, en aquellos bienes sobre cuya titularidad 
jurídica no existan inconvenientes se podrá realizar la transferencia. Pero tratándose de aquellos respecto de los cuales existan dudas o 
dificultades para definir su titularidad jurídica, previamente deberá esclarecerse esa titularidad conforme a la ley para poder hacer la 
transferencia. Le corresponderá al Departamento Administrativo de la Presidencia definir cómo se debe proceder en cada caso.

A manera de ilustración, expongo algunas dificultades para la definición de la titularidad jurídica de los bienes:

Los bienes de carácter mueble que se incluyan en el inventario se pueden incorporar al Fondo y en determinados casos procederá su mo-
netización, atendiendo en todo caso las normas contables sobre la depreciación.

Tratándose de tierras o bienes inmuebles, para su ingreso al Fondo habría que distinguir:

a) Si se trata de tierras baldías, como tales pertenecen a la Nación y con ese carácter podrían llegar a ser parte del Fondo.
b) La mejoras en esas tierras baldías pueden carecer de titular y entrarían como tales al Fondo; pero pueden pertenecer a personas 
jurídicas o naturales, caso en el cual su ingreso al Fondo supondría la previa determinación de su titularidad y la forma de su reconoci-
miento económico por parte del Estado.
c) Si son de tierras de propiedad privada, la viabilidad de su ingreso al Fondo dependerá de la determinación de la titularidad de su pro-
piedad y de la forma de reconocimiento económico por parte del Estado.

En otras palabras, en el caso de derechos de posesión material o de derechos formales de propiedad, será preciso que entren a operar 
los mecanismos que ofrece el ordenamiento jurídico para su esclarecimiento e inclusive los establecidos para la restitución de tierras o 
para la recuperación de la posesión material, tales como la extinción del dominio, la clarificación de la propiedad, la recuperación de bal-
díos y la propia restitución de tierras.

Como se observa, las situaciones pueden llegar a ser muy complejas y, por lo tanto, sólo una vez conocidos los detalles y características 
de los bienes incluidos en el inventario, se podrán definir los mecanismos y procedimientos de incorporación o no al Fondo que, también 
pueden incluir los definidos en cuanto a extinción de dominio conforme al artículo 34 inciso 2º de la Constitución Política.

Por tanto, si se procede con rigor y con arreglo estricto al ordenamiento jurídico, debería evitarse toda demagogia propia de la política-es-
pectáculo acerca de la fabulosa fortuna de la guerrilla. En este punto vale la pena hacer un llámado a la sindéresis y un rechazo a la ins-
trumentalización con fines políticos y electorales del debate sobre los bienes de las FARC-EP.

4.4. La compatibilidad con la Unidad de Caja-art 359 de la CP

El artículo 350 de la Carta Política prohibe las rentas nacionales con destinación específica, pero exceptúa las destinadas a inversión 
social. Como lo precisaré en el punto subsiguiente, la destinación de los bienes del Fondo corresponde sin discusión alguna a inversión 
social. Por tanto, no se afecta en absoluto el principio constitucional (y de presupuestación) de la unidad de caja.

5. La destinación del Fondo Fiduciario

La destinación del Fondo Fiduciario es para inversión social y se ajusta plenamente al ordenamiento jurídico, en la medida en que el De-
creto 903 de 2017 señala que tal destinación debe hacerse “en el marco de las medidas de reparación integral y la implementación de los 
programas contemplados en el punto 3.2.2 del Acuerdo Final”. Con el Fondo se busca contribuir a dos propósitos esenciales de la termi-
nación del conflicto, la reparación integral de las víctimas y la reincorporación económica y social de las FARC-EP, ambos se suma impor-
tancia para consolidar las condiciones de una paz estable y duradera. Es obvio suponer además que se trata apenas de contribuir a los 
mencionados propósitos, pues el Fondo no tiene la capacidad financiera para suplir obligaciones y compromisos del Estado que deben 
asumirse con cargo a recursos del presupuesto, específicamente señalados para tal efecto. 

La destinación de recursos prevista en el decreto se refiere a dos situaciones particulares:

a) Recursos para la reparación integral de la víctimas derivados del cumplimiento de las decisiones que con carácter sancionatorio 
puedan imponerse en la Jurisdicción Especial para la Paz, bajo el concepto de justicia restaurativa que le es inherente a ella;

b) Recursos para aspectos de la reincorporación económica y social, en especial los del punto 3.2.2.7 del Acuerdo Final que se refiere a 
los “Planes o programas sociales” derivados del censo socioeconómico realizado por la Universidad Nacional de Colombia, los cuales 
tienen como destinatarios a los integrantes de las FARC-EP y sus familias. No se trata, como se ha malintepretado o tergiversado, de la 
financiación de todo el punto 3.2.2., que incluye al Centro de Pensamiento o prestaciones económicas como la renta básica, la asignación 
única de normalización, apoyos económicos para proyectos productivos, y seguridad social, para los cuales ya existe la asignación presu-
puestal correspondiente.

Esta destinación, que ha sido objeto de controversia, encuentra sustento además en desarrollos jurisprudenciales de la Honorable Corte 
Constitucional, como los incluidos en la Sentencia C370/06, conforme a la cual la responsabilidad patrimonial de los autores de conductas 
delictivas tiene como límite la “preservación de la subsistencia digna del sujeto a quien dicha responsabilidad se imputa”, pues de lo que 
se trata es de permitir que al mismo tiempo que se concurre a la reparación material de las víctimas, sea jurídicamente viable que se con-
templen recursos para la subsistencia digna de lo sujetos responsables, como son los indispensables para atender los programas socia-
les a que se ha hecho referencia.

Señoras y Señores Magistradas y Magistrados de la Honorable Corte Constitucional, en atención a lo aquí expuesto considero que el De-
creto 903 de 2017 se ajusta en todo al ordenamiento constitucional vigente. Por tanto, solicito a ustedes que se considere s exequibili-
dad.

Bogotá, 9 de agosto de 2017



Expediente RDL-035. Decreto Ley 903 de mayo de 2017, por el cual se dictan disposiciones sobre la realización de un inventario 
de bienes y activos a disposición de las FARC-EP

Magistrado Ponente: ALEJANDO LINARES CANTILLO

Intrvención de: JAIRO ESTRADA ÁLVAREZ
Vocero del Movimiento Voces de Paz y Reconciliación

1. La normatividad sometida a examen de constitucionalidad

La Honorable Corte Constitucional debe decidir sobre la exequibilidad del Decreto con fuerza de ley No. 903 de 2017.

1.1. Aspectos formales

Desde el punto de vista formal, la norma objeto de estudio se ajusta plenamente al ordenamiento constitucional por las siguientes razo-
nes:

a) Fue adoptada por el Gobierno nacional con fundamento en el artículo 2 del Acto Legislativo 01 de 2016, reforma constitucional ya 
sometida a juicio y declarada exequible por parte de esta Corporación;
b) Según lo establecido en los considerandos, su contenido ha observado con rigor los criterios de validez constitucional, satisfaciendo 
los requisitos de conexidad y necesida estricta (urgencia manifiesta), definidos en las sentencias C-699 de 2016, y C-160 y C-174 de 
2017.
c) Su trámite se surtió debidamente conforme a las normas procedimentales establecidas por el Acto Legislativo 01 de 2016.

1.2. Contenido material del Decreto

Desde el punto de vista material, el decreto se expide en el contexto de la excepcionalidad de la terminación de la expresión armada del 
conflicto político, económico y social. La materia de regulación es en sí misma una excepcionalidad referida al necesario tratamiento jurí-
dico que se le debe dar a una situación particular, cual es la derivada de la llamada economía de guerra. 

En ese sentido, el decreto contempla:

a) El compromiso de las FARC-EP de elaborar un inventario definitivo de sus bienes y activos dentro de un término o plazo que debe 
coincidir con la fecha de terminación de la existencia jurídica de las Zonas Veredales Transitorias de Normalización, ZVTN, y Puntos Tran-
sitorios de Normalización, PTN, así como el procedimiento para su entrega (art 1º y 2º);
b) La organización de un Fondo, como un patrimonio autónomo del Departamento Administrativo de la Presidencia, que servirá de re-
ceptor de todos los bienes y recursos patrimoniales monetizados y no monetizados inventariados (art 3º );
c) El definición de la finalidad del Fondo para la reparación material de las víctimas del conflicto, en el marco de las medidas de repara-

ción integral y de aspectos del proceso de reincorporación económica y social, contemplados en el punto 3.2.2 del Acuerdo Final (art 4º).
d) La protección de los derechos adquiridos de las víctimas, que no podrán ser limitados, anulados o restringidos por las medidas que 
se adopten conforme al Decreto (art 5º).

2. El fundamento jurídico del Decreto

El fundamento jurídico se encuentra definido en el artículo 1º del Decreto objeto de estudio, conforme al cual las FARC-EP deben elaborar 
un inventario definitivo de sus bienes y activos a más tardar en la fecha de terminación de la existencia jurídica de las Zonas y Puntos de 
Normalización. La existencia jurídica de las Zonas y Puntos ha tenido dos redefiniciones. La primera, por dos meses prorrogables, estable-
cida en el propio decreto y contada a partir de su entrada en vigor, es decir, hasta el 29 de julio de 2017; y la segunda, extendida desde 
esa fecha hasta el 15 de agosto. 

Según lo anterior, al día de hoy no ha concluido el plazo para el cumplimiento de esa obligación,  pero se ha informado que el 29 de julio 
las FARC-EP presentaron un inventario preliminar que deberá completarse en los días restantes, demostrándose una vez más que las 
FARC-EP vienen cumpliendo con todo a lo que se han comprometido.

3. Contenido y alcance del inventario

De acuerdo con las mismas normas citadas ese inventario debe referirse a bienes, activos, enseres y valores existentes a la fecha esta-
blecida. 

El alcance jurídico de ese inventario fue señalado en el artículo transitorio 5º del Acto Legislativo No. 1 de 2017, conforme al cual corres-
ponde a la jurisdicción ordinaria la investigación y juzgamiento de los delitos de que trata el libro segundo, capítulo quinto, título décimo 
del Código Penal, cuando tales delitos se cometan sobre bienes o activos que no hayan sido incluidos en el inventario definitivo acordado 
y elaborado durante el tiempo en que las FARC-EP permanezcan en las Zonas y Puntos de Normalización en el proceso de dejación de 
armas, y siempre que se hayan realizado actos de ejecución después de la entrega definitiva de ese inventario.

Las figuras delictivas a las cuales se refiere la norma son el lavado de activos, la omisión de control y de reportes sobre transacciones, 
movilización o almacenamiento de dinero, el testaferrato y el enriquecimiento ilícito de particulares.

Por tal razón, en armonía con ese artículo 5º transitorio, el Decreto dispuso en su artículo 2º que respecto de la tenencia, uso y usufructo 
colectivo o individual de los bienes, enseres y valores comprendidos en el inventario, transferidos al patrimonio autónomo -que se consi-
dere han sido bienes colectivos de las FARC-EP-, no cabe acción penal alguna por parte de la jurisdicción ordinaria por conductas cuyos 
actos de ejecución hayan ocurrido antes de la entrega de referido inventario, es decir, del 15 de agosto de 2017.

En consecuencia, el inventario es determinante para definir si conductas relacionadas con los bienes y valores incluidos en el mismo, no 
son delitos de competencia de la jurisdicción ordinaria y, por lo tanto, respecto de ellos no se podrá adelantar por la jurisdicción ordinaria 
acción penal alguna.

Las FARC-EP en tránsito a la vida civil y la actividad política legal son las menos interesadas en que se presenten situaciones que puedan 
ponerlas por fuera del Acuerdo Final y de sus desarrollos normativos. Además han manifestado que la obligación asumida en el Decreto 
903 de 2017, se inscribe dentro de su compromiso de contribuir a la reparación integral de las víctimas del conflicto.

3.1. Consideraciones sobre la realización del inventario

Para una mejor comprensión del inventario a entregar, es preciso tener en cuenta las siguientes consideraciones básicas:  

3.1.1. La existencia material de una “economía de guerra” y efectos del proceso de paz

Las FARC-EP han sido a lo largo de su historia, desde 1964, una organización de carácter político-militar, que se alzó en armas  en ejerci-
cio del derecho a la rebelión contra el orden social, económico y político existente. Por obvias razones, nunca han sido una persona jurídi-
ca bajo las modalidades definidas por el ordenamiento jurídico colombiano. Por consiguiente, de ellas no pueden predicarse, en estricto 
sentido, las características inherentes a toda persona jurídica, como la de ser titular jurídico del derecho de dominio o propiedad.

Durante el período del alzamiento armado las FARC-EP asumieron las caracteríticas propias de un ejército rebelde y operaron como tal en 
el territorio nacional y, obviamente, enfrentaron a las entidades y autoridades del Estado allí existentes. Asimismo, entraron en relación 
con la población allí asentada , sobre la base de decisiones y acciones  adoptadas y ejecutadas por las instancias definidas por la organi-
zación. Para operar como un ejército rebelde y llevar adelante sus planes político-militares, las FARC-EP tuvieron que asumir múltiples 
costos de funcionamiento e inversión, dentro de los cuales se encuentran:

a) El sostenimiento de sus integrantes y combatientes; 
b) La dotación militar y de material de intendencia;
c) La adquisición de armamento;
d) La provisión de la infraestructura indispensable para su accionar y para adelantar sus relaciones con las respectivas comunidades;
e) Los sistemas de salud y rehabilitación de sus integrantes y de la población afectada por el conflicto armado.

Tales costos fueron atendidos a través de diferentes fuentes, principalmente de tributación y del desarrollo de una economía para el au-
toabastecimiento, que en su conjunto conformaron una “economía de guerra”, en función de la rebelión, de manera similar a como ha 
ocurrido en la muy documentada experiencia internacional. 

Durante las conversaciones de paz, en forma progresiva y en relación estrecha con lo convenido en la Mesa de La Habana en diferentes 
momentos, las FARC-EP dejaron de utilizar las fuentes de captación de recursos para sustentar su “economía de guerra”. La cesación 
plena de la captación de recursos se produjo al momento del inicio del traslado a las Zonas y Puntos de Normalización, acción ésta con la 
cual desistieron además de su despliegue estratégico en el plano militar. 

Por consiguiente, a la fecha en que se debe entregar el inventario de bienes y activos (15 de agosto de 2017), debe tenerse en cuenta 
que las FARC-EP ya no están utilizando ningún medio para la captación de recursos y, lo que es aún más importante, no estarán actuando 
a través de sus integrantes sobre los bienes y activos declarados. 

3.1.2. Gasto de los recursos de la “economía de guerra” y estado patrimonial actual 

En una guerra tan intensa como la adelantada en Colombia y particularmente durante el período anterior al inicio de las conversaciones 
de paz, debe presumirse que buena parte de los recursos captados para financiar la “economía de guerra” fueron destinados para gastos 
de funcionamiento y que el mayor porcentaje del excedente se utilizó para la inversión bélica. Así como el gasto de las Fuerzas Militares y 
de Policía del Estado se incrementó en forma significativa durante las últimas décadas, otro tanto debe presumirse del gasto militar de 
los rebeldes. Y cuando cesan la operaciones de financiamiento, se recurre -por simple lógica- a gastar parte significativa de lo que se 
pueda haber acumulado. 

Con todo, hay bienes y valores remanentes, que son justamente los que las FARC-EP se comprometieron a declarar y sobre los que el 
Estado, particularmente por cuenta de la Fiscalía General de la Nación, afirma tener información consolidada. Mediante un ejercicio de 
análisis relativamente elemental puede afirmarse que los activos y bienes de las FARC-EP estarían, entre otros, constituidos por:

a) Los uniformes y bienes de uso personal que venían utilizando sus integrantes hasta el traslado las Zonas y Puntos de Normaliza-
ción;
b) Los bienes y redes para la movilización y la comunicación que se emplearon y que aún pueden ser utilizados;
c) El armamento que ha sido objeto del proceso de dejación armas;
d) Las obras de infraestructura (carreteras, puentes, represas, instalaciones, edificaciones para actividades de salud, educativas o cul-
turales de los  integrantes y de la población de las respectivas áreas o zonas territoriales);
e) Los semovientes que hoy pueden encontrarse en territorios ocupados o usufructuados por la organización con anterioridad a la 
fecha del inventario;
f) El dinero efectivo u otros bienes o valores;
g) Las tierras y otros bienes inmuebles.

3.1.3. Situaciones relativas a las tierras o bienes inmuebles

En su accionar las FARC EP no adquirieron ni podían adquirir formalmente tierras, dado que carecían de personería jurídica. Sin embargo, 
es indudable que sus operaciones exigían utilizar o usufructuar tierras o inmuebles, para lo cual es preciso distinguir las siguientes situa-
ciones:

a) Utilización de tierras baldías no ocupadas. Dado que los integrantes de las FARC-EP se encuentran ya en las Zonas y Puntos de Nor-
malización puede afirmarse que ninguna de estas tierras baldías se encuentran hoy ocupadas. Es posible que como resultado de la pose-
sión material se hayan hecho mejoras, que aún pueden persistir. Tales mejoras deberán tasarse en desarrollo de las medidas previstas en 
el Decreto objeto de estudio.
b) Utilización de tierras baldías ocupadas por terceras personas. Es probable que en su accionar las FARC-EP hayan realizado transac-
ciones económicas de diversa índole con sus ocupantes, la cuales terminaron con el traslado a las Zonas y Puntos de Normalización. En 
consecuencia, si aún  existen ocupantes, ellos son titulares del derecho material de posesión y de las mejoras que se hayan realizado. 
Además, al no estár siendo utilizadas por parte de las FARC EP, podrían entrar a operar los mecanismos judiciales vigentes para el resta-

blecimiento de la posesión material perdida transitoriamente. 
c) Utilización de tierras de propiedad privada. Lo ocurrido en esta hipótesis, puede haber dado lugar a dos situaciones: 
1) Los propietarios abandonaron los predios y como resultado de ello la organización rebelde los usufructuó e inclusive adicionó mejo-
ras o bienes. Como esa utilización también ha concluido, los propietarios deben haber regresado o están en capacidad de regresar a sus 
predios. Igualmente podrían operar los mecanismos judiciales vigentes para el restablecimiento de la posesión material perdida transito-
riamente. 
2) Los propietarios, en razón de la ocupación derivada de las acciones de guerra o militares, aceptaron transacciones económicas de 
diversa índole. Esta situación igualmente ya ha concluido y los predios correspondientes están siendo poseídos por sus titulares forma-
les. 
d) Otros bienes y valores: Dadas las condiciones irregulares, transitorias e itinerantes de las acciones militares guerrilleras, adelantadas 
durante un tiempo prolongado y en múltiples y complejas áreas de la geografía nacional, es posible y explicable que determinados bienes 
y activos no puedan ser individualizados en el inventario y correspondan a los que haya identificado la Fiscalía General de la Nación u 
otras autoridades del Estado.  En este caso tales bienes y valores, si así lo indican las FARC EP, podrían ser parte integrante del inventario, 
para los efectos legales correspondientes, previa verificación de las circunstancias que se indiquen, y siempre y cuando correspondan a 
las situaciones de la “economía de guerra” que se han señalado anteriormente.

3.1.4. La elaboración del inventario.

Las expresiones “acordado y elaborado” del inciso 4º del artículo 5º transitorio del Acto Legislativo No. 1 de 2017, se refieren a activida-
des propias e internas de las FARC EP y no suponen la confluencia de voluntades de otras personas.

4. El Patrimonio Autónomo y el Fondo Fiduciario

Como ya se indicó, lo consagrado en el inventario deberá incorporarse a un patrimonio autónomo sometido a administración fiduciaria, 
bajo las reglas que el Decreto contempla. A este respecto es preciso observar lo siguiente:

4.1. Patrimonio autónomo y administración fiduciaria

El Decreto-Ley 903 de 2017 creó de manera directa un Patrimonio Autónomo en cabeza del Departamento Administrativo de la Presi-
dencia. No se trata, por consiguiente de una persona jurídica. Esta modalidad la ha utilizado el legislador en otras materias. La misma ley 
señaló que la administración de dicho Fondo debe hacerse mediante contrato fiduciario, en el que se precisen los términos de la adminis-
tración, la destinación del patrimonio, los criterios para la monetización, y el gobierno del contrato fiduciario a través de un Consejo Fidu-
ciario. Todo esto se ajusta al ordenamiento jurídico.

4.2. La organización del Fondo.

Según la ley, una vez presentado el inventario, el Departamento Administrativo de la Presidencia debe proceder a celebrar el contrato 
para la administración del Patrimonio Autónomo a través de un Fondo Fiduciario. De esa manera se habilita la transferencia de los bienes 
y activos que conforman el patrimonio. La administración del Fondo a través del Fondo Fiduciario es competencia exclusiva del Gobierno 

Nacional. La función de la CSIVI consiste en recomendar; es decir no es vinculante. Por tanto, no puede predicarse incidencia de las 
FARC-EP en la administración del Fondo. 

4.3. El procedimiento de transferencia

La transferencia de los bienes y activos del inventario a la administración fiduciaria será un proceso complejo que no admite cuentas ale-
gres o titulares espectaculares de prensa como es ya práctica en el país. Según su naturaleza, en aquellos bienes sobre cuya titularidad 
jurídica no existan inconvenientes se podrá realizar la transferencia. Pero tratándose de aquellos respecto de los cuales existan dudas o 
dificultades para definir su titularidad jurídica, previamente deberá esclarecerse esa titularidad conforme a la ley para poder hacer la 
transferencia. Le corresponderá al Departamento Administrativo de la Presidencia definir cómo se debe proceder en cada caso.

A manera de ilustración, expongo algunas dificultades para la definición de la titularidad jurídica de los bienes:

Los bienes de carácter mueble que se incluyan en el inventario se pueden incorporar al Fondo y en determinados casos procederá su mo-
netización, atendiendo en todo caso las normas contables sobre la depreciación.

Tratándose de tierras o bienes inmuebles, para su ingreso al Fondo habría que distinguir:

a) Si se trata de tierras baldías, como tales pertenecen a la Nación y con ese carácter podrían llegar a ser parte del Fondo.
b) La mejoras en esas tierras baldías pueden carecer de titular y entrarían como tales al Fondo; pero pueden pertenecer a personas 
jurídicas o naturales, caso en el cual su ingreso al Fondo supondría la previa determinación de su titularidad y la forma de su reconoci-
miento económico por parte del Estado.
c) Si son de tierras de propiedad privada, la viabilidad de su ingreso al Fondo dependerá de la determinación de la titularidad de su pro-
piedad y de la forma de reconocimiento económico por parte del Estado.

En otras palabras, en el caso de derechos de posesión material o de derechos formales de propiedad, será preciso que entren a operar 
los mecanismos que ofrece el ordenamiento jurídico para su esclarecimiento e inclusive los establecidos para la restitución de tierras o 
para la recuperación de la posesión material, tales como la extinción del dominio, la clarificación de la propiedad, la recuperación de bal-
díos y la propia restitución de tierras.

Como se observa, las situaciones pueden llegar a ser muy complejas y, por lo tanto, sólo una vez conocidos los detalles y características 
de los bienes incluidos en el inventario, se podrán definir los mecanismos y procedimientos de incorporación o no al Fondo que, también 
pueden incluir los definidos en cuanto a extinción de dominio conforme al artículo 34 inciso 2º de la Constitución Política.

Por tanto, si se procede con rigor y con arreglo estricto al ordenamiento jurídico, debería evitarse toda demagogia propia de la política-es-
pectáculo acerca de la fabulosa fortuna de la guerrilla. En este punto vale la pena hacer un llámado a la sindéresis y un rechazo a la ins-
trumentalización con fines políticos y electorales del debate sobre los bienes de las FARC-EP.

4.4. La compatibilidad con la Unidad de Caja-art 359 de la CP

El artículo 350 de la Carta Política prohibe las rentas nacionales con destinación específica, pero exceptúa las destinadas a inversión 
social. Como lo precisaré en el punto subsiguiente, la destinación de los bienes del Fondo corresponde sin discusión alguna a inversión 
social. Por tanto, no se afecta en absoluto el principio constitucional (y de presupuestación) de la unidad de caja.

5. La destinación del Fondo Fiduciario

La destinación del Fondo Fiduciario es para inversión social y se ajusta plenamente al ordenamiento jurídico, en la medida en que el De-
creto 903 de 2017 señala que tal destinación debe hacerse “en el marco de las medidas de reparación integral y la implementación de los 
programas contemplados en el punto 3.2.2 del Acuerdo Final”. Con el Fondo se busca contribuir a dos propósitos esenciales de la termi-
nación del conflicto, la reparación integral de las víctimas y la reincorporación económica y social de las FARC-EP, ambos se suma impor-
tancia para consolidar las condiciones de una paz estable y duradera. Es obvio suponer además que se trata apenas de contribuir a los 
mencionados propósitos, pues el Fondo no tiene la capacidad financiera para suplir obligaciones y compromisos del Estado que deben 
asumirse con cargo a recursos del presupuesto, específicamente señalados para tal efecto. 

La destinación de recursos prevista en el decreto se refiere a dos situaciones particulares:

a) Recursos para la reparación integral de la víctimas derivados del cumplimiento de las decisiones que con carácter sancionatorio 
puedan imponerse en la Jurisdicción Especial para la Paz, bajo el concepto de justicia restaurativa que le es inherente a ella;

b) Recursos para aspectos de la reincorporación económica y social, en especial los del punto 3.2.2.7 del Acuerdo Final que se refiere a 
los “Planes o programas sociales” derivados del censo socioeconómico realizado por la Universidad Nacional de Colombia, los cuales 
tienen como destinatarios a los integrantes de las FARC-EP y sus familias. No se trata, como se ha malintepretado o tergiversado, de la 
financiación de todo el punto 3.2.2., que incluye al Centro de Pensamiento o prestaciones económicas como la renta básica, la asignación 
única de normalización, apoyos económicos para proyectos productivos, y seguridad social, para los cuales ya existe la asignación presu-
puestal correspondiente.

Esta destinación, que ha sido objeto de controversia, encuentra sustento además en desarrollos jurisprudenciales de la Honorable Corte 
Constitucional, como los incluidos en la Sentencia C370/06, conforme a la cual la responsabilidad patrimonial de los autores de conductas 
delictivas tiene como límite la “preservación de la subsistencia digna del sujeto a quien dicha responsabilidad se imputa”, pues de lo que 
se trata es de permitir que al mismo tiempo que se concurre a la reparación material de las víctimas, sea jurídicamente viable que se con-
templen recursos para la subsistencia digna de lo sujetos responsables, como son los indispensables para atender los programas socia-
les a que se ha hecho referencia.

Señoras y Señores Magistradas y Magistrados de la Honorable Corte Constitucional, en atención a lo aquí expuesto considero que el De-
creto 903 de 2017 se ajusta en todo al ordenamiento constitucional vigente. Por tanto, solicito a ustedes que se considere s exequibili-
dad.

Bogotá, 9 de agosto de 2017



Expediente RDL-035. Decreto Ley 903 de mayo de 2017, por el cual se dictan disposiciones sobre la realización de un inventario 
de bienes y activos a disposición de las FARC-EP

Magistrado Ponente: ALEJANDO LINARES CANTILLO

Intrvención de: JAIRO ESTRADA ÁLVAREZ
Vocero del Movimiento Voces de Paz y Reconciliación

1. La normatividad sometida a examen de constitucionalidad

La Honorable Corte Constitucional debe decidir sobre la exequibilidad del Decreto con fuerza de ley No. 903 de 2017.

1.1. Aspectos formales

Desde el punto de vista formal, la norma objeto de estudio se ajusta plenamente al ordenamiento constitucional por las siguientes razo-
nes:

a) Fue adoptada por el Gobierno nacional con fundamento en el artículo 2 del Acto Legislativo 01 de 2016, reforma constitucional ya 
sometida a juicio y declarada exequible por parte de esta Corporación;
b) Según lo establecido en los considerandos, su contenido ha observado con rigor los criterios de validez constitucional, satisfaciendo 
los requisitos de conexidad y necesida estricta (urgencia manifiesta), definidos en las sentencias C-699 de 2016, y C-160 y C-174 de 
2017.
c) Su trámite se surtió debidamente conforme a las normas procedimentales establecidas por el Acto Legislativo 01 de 2016.

1.2. Contenido material del Decreto

Desde el punto de vista material, el decreto se expide en el contexto de la excepcionalidad de la terminación de la expresión armada del 
conflicto político, económico y social. La materia de regulación es en sí misma una excepcionalidad referida al necesario tratamiento jurí-
dico que se le debe dar a una situación particular, cual es la derivada de la llamada economía de guerra. 

En ese sentido, el decreto contempla:

a) El compromiso de las FARC-EP de elaborar un inventario definitivo de sus bienes y activos dentro de un término o plazo que debe 
coincidir con la fecha de terminación de la existencia jurídica de las Zonas Veredales Transitorias de Normalización, ZVTN, y Puntos Tran-
sitorios de Normalización, PTN, así como el procedimiento para su entrega (art 1º y 2º);
b) La organización de un Fondo, como un patrimonio autónomo del Departamento Administrativo de la Presidencia, que servirá de re-
ceptor de todos los bienes y recursos patrimoniales monetizados y no monetizados inventariados (art 3º );
c) El definición de la finalidad del Fondo para la reparación material de las víctimas del conflicto, en el marco de las medidas de repara-

ción integral y de aspectos del proceso de reincorporación económica y social, contemplados en el punto 3.2.2 del Acuerdo Final (art 4º).
d) La protección de los derechos adquiridos de las víctimas, que no podrán ser limitados, anulados o restringidos por las medidas que 
se adopten conforme al Decreto (art 5º).

2. El fundamento jurídico del Decreto

El fundamento jurídico se encuentra definido en el artículo 1º del Decreto objeto de estudio, conforme al cual las FARC-EP deben elaborar 
un inventario definitivo de sus bienes y activos a más tardar en la fecha de terminación de la existencia jurídica de las Zonas y Puntos de 
Normalización. La existencia jurídica de las Zonas y Puntos ha tenido dos redefiniciones. La primera, por dos meses prorrogables, estable-
cida en el propio decreto y contada a partir de su entrada en vigor, es decir, hasta el 29 de julio de 2017; y la segunda, extendida desde 
esa fecha hasta el 15 de agosto. 

Según lo anterior, al día de hoy no ha concluido el plazo para el cumplimiento de esa obligación,  pero se ha informado que el 29 de julio 
las FARC-EP presentaron un inventario preliminar que deberá completarse en los días restantes, demostrándose una vez más que las 
FARC-EP vienen cumpliendo con todo a lo que se han comprometido.

3. Contenido y alcance del inventario

De acuerdo con las mismas normas citadas ese inventario debe referirse a bienes, activos, enseres y valores existentes a la fecha esta-
blecida. 

El alcance jurídico de ese inventario fue señalado en el artículo transitorio 5º del Acto Legislativo No. 1 de 2017, conforme al cual corres-
ponde a la jurisdicción ordinaria la investigación y juzgamiento de los delitos de que trata el libro segundo, capítulo quinto, título décimo 
del Código Penal, cuando tales delitos se cometan sobre bienes o activos que no hayan sido incluidos en el inventario definitivo acordado 
y elaborado durante el tiempo en que las FARC-EP permanezcan en las Zonas y Puntos de Normalización en el proceso de dejación de 
armas, y siempre que se hayan realizado actos de ejecución después de la entrega definitiva de ese inventario.

Las figuras delictivas a las cuales se refiere la norma son el lavado de activos, la omisión de control y de reportes sobre transacciones, 
movilización o almacenamiento de dinero, el testaferrato y el enriquecimiento ilícito de particulares.

Por tal razón, en armonía con ese artículo 5º transitorio, el Decreto dispuso en su artículo 2º que respecto de la tenencia, uso y usufructo 
colectivo o individual de los bienes, enseres y valores comprendidos en el inventario, transferidos al patrimonio autónomo -que se consi-
dere han sido bienes colectivos de las FARC-EP-, no cabe acción penal alguna por parte de la jurisdicción ordinaria por conductas cuyos 
actos de ejecución hayan ocurrido antes de la entrega de referido inventario, es decir, del 15 de agosto de 2017.

En consecuencia, el inventario es determinante para definir si conductas relacionadas con los bienes y valores incluidos en el mismo, no 
son delitos de competencia de la jurisdicción ordinaria y, por lo tanto, respecto de ellos no se podrá adelantar por la jurisdicción ordinaria 
acción penal alguna.

Las FARC-EP en tránsito a la vida civil y la actividad política legal son las menos interesadas en que se presenten situaciones que puedan 
ponerlas por fuera del Acuerdo Final y de sus desarrollos normativos. Además han manifestado que la obligación asumida en el Decreto 
903 de 2017, se inscribe dentro de su compromiso de contribuir a la reparación integral de las víctimas del conflicto.

3.1. Consideraciones sobre la realización del inventario

Para una mejor comprensión del inventario a entregar, es preciso tener en cuenta las siguientes consideraciones básicas:  

3.1.1. La existencia material de una “economía de guerra” y efectos del proceso de paz

Las FARC-EP han sido a lo largo de su historia, desde 1964, una organización de carácter político-militar, que se alzó en armas  en ejerci-
cio del derecho a la rebelión contra el orden social, económico y político existente. Por obvias razones, nunca han sido una persona jurídi-
ca bajo las modalidades definidas por el ordenamiento jurídico colombiano. Por consiguiente, de ellas no pueden predicarse, en estricto 
sentido, las características inherentes a toda persona jurídica, como la de ser titular jurídico del derecho de dominio o propiedad.

Durante el período del alzamiento armado las FARC-EP asumieron las caracteríticas propias de un ejército rebelde y operaron como tal en 
el territorio nacional y, obviamente, enfrentaron a las entidades y autoridades del Estado allí existentes. Asimismo, entraron en relación 
con la población allí asentada , sobre la base de decisiones y acciones  adoptadas y ejecutadas por las instancias definidas por la organi-
zación. Para operar como un ejército rebelde y llevar adelante sus planes político-militares, las FARC-EP tuvieron que asumir múltiples 
costos de funcionamiento e inversión, dentro de los cuales se encuentran:

a) El sostenimiento de sus integrantes y combatientes; 
b) La dotación militar y de material de intendencia;
c) La adquisición de armamento;
d) La provisión de la infraestructura indispensable para su accionar y para adelantar sus relaciones con las respectivas comunidades;
e) Los sistemas de salud y rehabilitación de sus integrantes y de la población afectada por el conflicto armado.

Tales costos fueron atendidos a través de diferentes fuentes, principalmente de tributación y del desarrollo de una economía para el au-
toabastecimiento, que en su conjunto conformaron una “economía de guerra”, en función de la rebelión, de manera similar a como ha 
ocurrido en la muy documentada experiencia internacional. 

Durante las conversaciones de paz, en forma progresiva y en relación estrecha con lo convenido en la Mesa de La Habana en diferentes 
momentos, las FARC-EP dejaron de utilizar las fuentes de captación de recursos para sustentar su “economía de guerra”. La cesación 
plena de la captación de recursos se produjo al momento del inicio del traslado a las Zonas y Puntos de Normalización, acción ésta con la 
cual desistieron además de su despliegue estratégico en el plano militar. 

Por consiguiente, a la fecha en que se debe entregar el inventario de bienes y activos (15 de agosto de 2017), debe tenerse en cuenta 
que las FARC-EP ya no están utilizando ningún medio para la captación de recursos y, lo que es aún más importante, no estarán actuando 
a través de sus integrantes sobre los bienes y activos declarados. 

3.1.2. Gasto de los recursos de la “economía de guerra” y estado patrimonial actual 

En una guerra tan intensa como la adelantada en Colombia y particularmente durante el período anterior al inicio de las conversaciones 
de paz, debe presumirse que buena parte de los recursos captados para financiar la “economía de guerra” fueron destinados para gastos 
de funcionamiento y que el mayor porcentaje del excedente se utilizó para la inversión bélica. Así como el gasto de las Fuerzas Militares y 
de Policía del Estado se incrementó en forma significativa durante las últimas décadas, otro tanto debe presumirse del gasto militar de 
los rebeldes. Y cuando cesan la operaciones de financiamiento, se recurre -por simple lógica- a gastar parte significativa de lo que se 
pueda haber acumulado. 

Con todo, hay bienes y valores remanentes, que son justamente los que las FARC-EP se comprometieron a declarar y sobre los que el 
Estado, particularmente por cuenta de la Fiscalía General de la Nación, afirma tener información consolidada. Mediante un ejercicio de 
análisis relativamente elemental puede afirmarse que los activos y bienes de las FARC-EP estarían, entre otros, constituidos por:

a) Los uniformes y bienes de uso personal que venían utilizando sus integrantes hasta el traslado las Zonas y Puntos de Normaliza-
ción;
b) Los bienes y redes para la movilización y la comunicación que se emplearon y que aún pueden ser utilizados;
c) El armamento que ha sido objeto del proceso de dejación armas;
d) Las obras de infraestructura (carreteras, puentes, represas, instalaciones, edificaciones para actividades de salud, educativas o cul-
turales de los  integrantes y de la población de las respectivas áreas o zonas territoriales);
e) Los semovientes que hoy pueden encontrarse en territorios ocupados o usufructuados por la organización con anterioridad a la 
fecha del inventario;
f) El dinero efectivo u otros bienes o valores;
g) Las tierras y otros bienes inmuebles.

3.1.3. Situaciones relativas a las tierras o bienes inmuebles

En su accionar las FARC EP no adquirieron ni podían adquirir formalmente tierras, dado que carecían de personería jurídica. Sin embargo, 
es indudable que sus operaciones exigían utilizar o usufructuar tierras o inmuebles, para lo cual es preciso distinguir las siguientes situa-
ciones:

a) Utilización de tierras baldías no ocupadas. Dado que los integrantes de las FARC-EP se encuentran ya en las Zonas y Puntos de Nor-
malización puede afirmarse que ninguna de estas tierras baldías se encuentran hoy ocupadas. Es posible que como resultado de la pose-
sión material se hayan hecho mejoras, que aún pueden persistir. Tales mejoras deberán tasarse en desarrollo de las medidas previstas en 
el Decreto objeto de estudio.
b) Utilización de tierras baldías ocupadas por terceras personas. Es probable que en su accionar las FARC-EP hayan realizado transac-
ciones económicas de diversa índole con sus ocupantes, la cuales terminaron con el traslado a las Zonas y Puntos de Normalización. En 
consecuencia, si aún  existen ocupantes, ellos son titulares del derecho material de posesión y de las mejoras que se hayan realizado. 
Además, al no estár siendo utilizadas por parte de las FARC EP, podrían entrar a operar los mecanismos judiciales vigentes para el resta-

blecimiento de la posesión material perdida transitoriamente. 
c) Utilización de tierras de propiedad privada. Lo ocurrido en esta hipótesis, puede haber dado lugar a dos situaciones: 
1) Los propietarios abandonaron los predios y como resultado de ello la organización rebelde los usufructuó e inclusive adicionó mejo-
ras o bienes. Como esa utilización también ha concluido, los propietarios deben haber regresado o están en capacidad de regresar a sus 
predios. Igualmente podrían operar los mecanismos judiciales vigentes para el restablecimiento de la posesión material perdida transito-
riamente. 
2) Los propietarios, en razón de la ocupación derivada de las acciones de guerra o militares, aceptaron transacciones económicas de 
diversa índole. Esta situación igualmente ya ha concluido y los predios correspondientes están siendo poseídos por sus titulares forma-
les. 
d) Otros bienes y valores: Dadas las condiciones irregulares, transitorias e itinerantes de las acciones militares guerrilleras, adelantadas 
durante un tiempo prolongado y en múltiples y complejas áreas de la geografía nacional, es posible y explicable que determinados bienes 
y activos no puedan ser individualizados en el inventario y correspondan a los que haya identificado la Fiscalía General de la Nación u 
otras autoridades del Estado.  En este caso tales bienes y valores, si así lo indican las FARC EP, podrían ser parte integrante del inventario, 
para los efectos legales correspondientes, previa verificación de las circunstancias que se indiquen, y siempre y cuando correspondan a 
las situaciones de la “economía de guerra” que se han señalado anteriormente.

3.1.4. La elaboración del inventario.

Las expresiones “acordado y elaborado” del inciso 4º del artículo 5º transitorio del Acto Legislativo No. 1 de 2017, se refieren a activida-
des propias e internas de las FARC EP y no suponen la confluencia de voluntades de otras personas.

4. El Patrimonio Autónomo y el Fondo Fiduciario

Como ya se indicó, lo consagrado en el inventario deberá incorporarse a un patrimonio autónomo sometido a administración fiduciaria, 
bajo las reglas que el Decreto contempla. A este respecto es preciso observar lo siguiente:

4.1. Patrimonio autónomo y administración fiduciaria

El Decreto-Ley 903 de 2017 creó de manera directa un Patrimonio Autónomo en cabeza del Departamento Administrativo de la Presi-
dencia. No se trata, por consiguiente de una persona jurídica. Esta modalidad la ha utilizado el legislador en otras materias. La misma ley 
señaló que la administración de dicho Fondo debe hacerse mediante contrato fiduciario, en el que se precisen los términos de la adminis-
tración, la destinación del patrimonio, los criterios para la monetización, y el gobierno del contrato fiduciario a través de un Consejo Fidu-
ciario. Todo esto se ajusta al ordenamiento jurídico.

4.2. La organización del Fondo.

Según la ley, una vez presentado el inventario, el Departamento Administrativo de la Presidencia debe proceder a celebrar el contrato 
para la administración del Patrimonio Autónomo a través de un Fondo Fiduciario. De esa manera se habilita la transferencia de los bienes 
y activos que conforman el patrimonio. La administración del Fondo a través del Fondo Fiduciario es competencia exclusiva del Gobierno 

Nacional. La función de la CSIVI consiste en recomendar; es decir no es vinculante. Por tanto, no puede predicarse incidencia de las 
FARC-EP en la administración del Fondo. 

4.3. El procedimiento de transferencia

La transferencia de los bienes y activos del inventario a la administración fiduciaria será un proceso complejo que no admite cuentas ale-
gres o titulares espectaculares de prensa como es ya práctica en el país. Según su naturaleza, en aquellos bienes sobre cuya titularidad 
jurídica no existan inconvenientes se podrá realizar la transferencia. Pero tratándose de aquellos respecto de los cuales existan dudas o 
dificultades para definir su titularidad jurídica, previamente deberá esclarecerse esa titularidad conforme a la ley para poder hacer la 
transferencia. Le corresponderá al Departamento Administrativo de la Presidencia definir cómo se debe proceder en cada caso.

A manera de ilustración, expongo algunas dificultades para la definición de la titularidad jurídica de los bienes:

Los bienes de carácter mueble que se incluyan en el inventario se pueden incorporar al Fondo y en determinados casos procederá su mo-
netización, atendiendo en todo caso las normas contables sobre la depreciación.

Tratándose de tierras o bienes inmuebles, para su ingreso al Fondo habría que distinguir:

a) Si se trata de tierras baldías, como tales pertenecen a la Nación y con ese carácter podrían llegar a ser parte del Fondo.
b) La mejoras en esas tierras baldías pueden carecer de titular y entrarían como tales al Fondo; pero pueden pertenecer a personas 
jurídicas o naturales, caso en el cual su ingreso al Fondo supondría la previa determinación de su titularidad y la forma de su reconoci-
miento económico por parte del Estado.
c) Si son de tierras de propiedad privada, la viabilidad de su ingreso al Fondo dependerá de la determinación de la titularidad de su pro-
piedad y de la forma de reconocimiento económico por parte del Estado.

En otras palabras, en el caso de derechos de posesión material o de derechos formales de propiedad, será preciso que entren a operar 
los mecanismos que ofrece el ordenamiento jurídico para su esclarecimiento e inclusive los establecidos para la restitución de tierras o 
para la recuperación de la posesión material, tales como la extinción del dominio, la clarificación de la propiedad, la recuperación de bal-
díos y la propia restitución de tierras.

Como se observa, las situaciones pueden llegar a ser muy complejas y, por lo tanto, sólo una vez conocidos los detalles y características 
de los bienes incluidos en el inventario, se podrán definir los mecanismos y procedimientos de incorporación o no al Fondo que, también 
pueden incluir los definidos en cuanto a extinción de dominio conforme al artículo 34 inciso 2º de la Constitución Política.

Por tanto, si se procede con rigor y con arreglo estricto al ordenamiento jurídico, debería evitarse toda demagogia propia de la política-es-
pectáculo acerca de la fabulosa fortuna de la guerrilla. En este punto vale la pena hacer un llámado a la sindéresis y un rechazo a la ins-
trumentalización con fines políticos y electorales del debate sobre los bienes de las FARC-EP.

4.4. La compatibilidad con la Unidad de Caja-art 359 de la CP

El artículo 350 de la Carta Política prohibe las rentas nacionales con destinación específica, pero exceptúa las destinadas a inversión 
social. Como lo precisaré en el punto subsiguiente, la destinación de los bienes del Fondo corresponde sin discusión alguna a inversión 
social. Por tanto, no se afecta en absoluto el principio constitucional (y de presupuestación) de la unidad de caja.

5. La destinación del Fondo Fiduciario

La destinación del Fondo Fiduciario es para inversión social y se ajusta plenamente al ordenamiento jurídico, en la medida en que el De-
creto 903 de 2017 señala que tal destinación debe hacerse “en el marco de las medidas de reparación integral y la implementación de los 
programas contemplados en el punto 3.2.2 del Acuerdo Final”. Con el Fondo se busca contribuir a dos propósitos esenciales de la termi-
nación del conflicto, la reparación integral de las víctimas y la reincorporación económica y social de las FARC-EP, ambos se suma impor-
tancia para consolidar las condiciones de una paz estable y duradera. Es obvio suponer además que se trata apenas de contribuir a los 
mencionados propósitos, pues el Fondo no tiene la capacidad financiera para suplir obligaciones y compromisos del Estado que deben 
asumirse con cargo a recursos del presupuesto, específicamente señalados para tal efecto. 

La destinación de recursos prevista en el decreto se refiere a dos situaciones particulares:

a) Recursos para la reparación integral de la víctimas derivados del cumplimiento de las decisiones que con carácter sancionatorio 
puedan imponerse en la Jurisdicción Especial para la Paz, bajo el concepto de justicia restaurativa que le es inherente a ella;

b) Recursos para aspectos de la reincorporación económica y social, en especial los del punto 3.2.2.7 del Acuerdo Final que se refiere a 
los “Planes o programas sociales” derivados del censo socioeconómico realizado por la Universidad Nacional de Colombia, los cuales 
tienen como destinatarios a los integrantes de las FARC-EP y sus familias. No se trata, como se ha malintepretado o tergiversado, de la 
financiación de todo el punto 3.2.2., que incluye al Centro de Pensamiento o prestaciones económicas como la renta básica, la asignación 
única de normalización, apoyos económicos para proyectos productivos, y seguridad social, para los cuales ya existe la asignación presu-
puestal correspondiente.

Esta destinación, que ha sido objeto de controversia, encuentra sustento además en desarrollos jurisprudenciales de la Honorable Corte 
Constitucional, como los incluidos en la Sentencia C370/06, conforme a la cual la responsabilidad patrimonial de los autores de conductas 
delictivas tiene como límite la “preservación de la subsistencia digna del sujeto a quien dicha responsabilidad se imputa”, pues de lo que 
se trata es de permitir que al mismo tiempo que se concurre a la reparación material de las víctimas, sea jurídicamente viable que se con-
templen recursos para la subsistencia digna de lo sujetos responsables, como son los indispensables para atender los programas socia-
les a que se ha hecho referencia.

Señoras y Señores Magistradas y Magistrados de la Honorable Corte Constitucional, en atención a lo aquí expuesto considero que el De-
creto 903 de 2017 se ajusta en todo al ordenamiento constitucional vigente. Por tanto, solicito a ustedes que se considere s exequibili-
dad.

Bogotá, 9 de agosto de 2017



Expediente RDL-035. Decreto Ley 903 de mayo de 2017, por el cual se dictan disposiciones sobre la realización de un inventario 
de bienes y activos a disposición de las FARC-EP

Magistrado Ponente: ALEJANDO LINARES CANTILLO

Intrvención de: JAIRO ESTRADA ÁLVAREZ
Vocero del Movimiento Voces de Paz y Reconciliación

1. La normatividad sometida a examen de constitucionalidad

La Honorable Corte Constitucional debe decidir sobre la exequibilidad del Decreto con fuerza de ley No. 903 de 2017.

1.1. Aspectos formales

Desde el punto de vista formal, la norma objeto de estudio se ajusta plenamente al ordenamiento constitucional por las siguientes razo-
nes:

a) Fue adoptada por el Gobierno nacional con fundamento en el artículo 2 del Acto Legislativo 01 de 2016, reforma constitucional ya 
sometida a juicio y declarada exequible por parte de esta Corporación;
b) Según lo establecido en los considerandos, su contenido ha observado con rigor los criterios de validez constitucional, satisfaciendo 
los requisitos de conexidad y necesida estricta (urgencia manifiesta), definidos en las sentencias C-699 de 2016, y C-160 y C-174 de 
2017.
c) Su trámite se surtió debidamente conforme a las normas procedimentales establecidas por el Acto Legislativo 01 de 2016.

1.2. Contenido material del Decreto

Desde el punto de vista material, el decreto se expide en el contexto de la excepcionalidad de la terminación de la expresión armada del 
conflicto político, económico y social. La materia de regulación es en sí misma una excepcionalidad referida al necesario tratamiento jurí-
dico que se le debe dar a una situación particular, cual es la derivada de la llamada economía de guerra. 

En ese sentido, el decreto contempla:

a) El compromiso de las FARC-EP de elaborar un inventario definitivo de sus bienes y activos dentro de un término o plazo que debe 
coincidir con la fecha de terminación de la existencia jurídica de las Zonas Veredales Transitorias de Normalización, ZVTN, y Puntos Tran-
sitorios de Normalización, PTN, así como el procedimiento para su entrega (art 1º y 2º);
b) La organización de un Fondo, como un patrimonio autónomo del Departamento Administrativo de la Presidencia, que servirá de re-
ceptor de todos los bienes y recursos patrimoniales monetizados y no monetizados inventariados (art 3º );
c) El definición de la finalidad del Fondo para la reparación material de las víctimas del conflicto, en el marco de las medidas de repara-

ción integral y de aspectos del proceso de reincorporación económica y social, contemplados en el punto 3.2.2 del Acuerdo Final (art 4º).
d) La protección de los derechos adquiridos de las víctimas, que no podrán ser limitados, anulados o restringidos por las medidas que 
se adopten conforme al Decreto (art 5º).

2. El fundamento jurídico del Decreto

El fundamento jurídico se encuentra definido en el artículo 1º del Decreto objeto de estudio, conforme al cual las FARC-EP deben elaborar 
un inventario definitivo de sus bienes y activos a más tardar en la fecha de terminación de la existencia jurídica de las Zonas y Puntos de 
Normalización. La existencia jurídica de las Zonas y Puntos ha tenido dos redefiniciones. La primera, por dos meses prorrogables, estable-
cida en el propio decreto y contada a partir de su entrada en vigor, es decir, hasta el 29 de julio de 2017; y la segunda, extendida desde 
esa fecha hasta el 15 de agosto. 

Según lo anterior, al día de hoy no ha concluido el plazo para el cumplimiento de esa obligación,  pero se ha informado que el 29 de julio 
las FARC-EP presentaron un inventario preliminar que deberá completarse en los días restantes, demostrándose una vez más que las 
FARC-EP vienen cumpliendo con todo a lo que se han comprometido.

3. Contenido y alcance del inventario

De acuerdo con las mismas normas citadas ese inventario debe referirse a bienes, activos, enseres y valores existentes a la fecha esta-
blecida. 

El alcance jurídico de ese inventario fue señalado en el artículo transitorio 5º del Acto Legislativo No. 1 de 2017, conforme al cual corres-
ponde a la jurisdicción ordinaria la investigación y juzgamiento de los delitos de que trata el libro segundo, capítulo quinto, título décimo 
del Código Penal, cuando tales delitos se cometan sobre bienes o activos que no hayan sido incluidos en el inventario definitivo acordado 
y elaborado durante el tiempo en que las FARC-EP permanezcan en las Zonas y Puntos de Normalización en el proceso de dejación de 
armas, y siempre que se hayan realizado actos de ejecución después de la entrega definitiva de ese inventario.

Las figuras delictivas a las cuales se refiere la norma son el lavado de activos, la omisión de control y de reportes sobre transacciones, 
movilización o almacenamiento de dinero, el testaferrato y el enriquecimiento ilícito de particulares.

Por tal razón, en armonía con ese artículo 5º transitorio, el Decreto dispuso en su artículo 2º que respecto de la tenencia, uso y usufructo 
colectivo o individual de los bienes, enseres y valores comprendidos en el inventario, transferidos al patrimonio autónomo -que se consi-
dere han sido bienes colectivos de las FARC-EP-, no cabe acción penal alguna por parte de la jurisdicción ordinaria por conductas cuyos 
actos de ejecución hayan ocurrido antes de la entrega de referido inventario, es decir, del 15 de agosto de 2017.

En consecuencia, el inventario es determinante para definir si conductas relacionadas con los bienes y valores incluidos en el mismo, no 
son delitos de competencia de la jurisdicción ordinaria y, por lo tanto, respecto de ellos no se podrá adelantar por la jurisdicción ordinaria 
acción penal alguna.

Las FARC-EP en tránsito a la vida civil y la actividad política legal son las menos interesadas en que se presenten situaciones que puedan 
ponerlas por fuera del Acuerdo Final y de sus desarrollos normativos. Además han manifestado que la obligación asumida en el Decreto 
903 de 2017, se inscribe dentro de su compromiso de contribuir a la reparación integral de las víctimas del conflicto.

3.1. Consideraciones sobre la realización del inventario

Para una mejor comprensión del inventario a entregar, es preciso tener en cuenta las siguientes consideraciones básicas:  

3.1.1. La existencia material de una “economía de guerra” y efectos del proceso de paz

Las FARC-EP han sido a lo largo de su historia, desde 1964, una organización de carácter político-militar, que se alzó en armas  en ejerci-
cio del derecho a la rebelión contra el orden social, económico y político existente. Por obvias razones, nunca han sido una persona jurídi-
ca bajo las modalidades definidas por el ordenamiento jurídico colombiano. Por consiguiente, de ellas no pueden predicarse, en estricto 
sentido, las características inherentes a toda persona jurídica, como la de ser titular jurídico del derecho de dominio o propiedad.

Durante el período del alzamiento armado las FARC-EP asumieron las caracteríticas propias de un ejército rebelde y operaron como tal en 
el territorio nacional y, obviamente, enfrentaron a las entidades y autoridades del Estado allí existentes. Asimismo, entraron en relación 
con la población allí asentada , sobre la base de decisiones y acciones  adoptadas y ejecutadas por las instancias definidas por la organi-
zación. Para operar como un ejército rebelde y llevar adelante sus planes político-militares, las FARC-EP tuvieron que asumir múltiples 
costos de funcionamiento e inversión, dentro de los cuales se encuentran:

a) El sostenimiento de sus integrantes y combatientes; 
b) La dotación militar y de material de intendencia;
c) La adquisición de armamento;
d) La provisión de la infraestructura indispensable para su accionar y para adelantar sus relaciones con las respectivas comunidades;
e) Los sistemas de salud y rehabilitación de sus integrantes y de la población afectada por el conflicto armado.

Tales costos fueron atendidos a través de diferentes fuentes, principalmente de tributación y del desarrollo de una economía para el au-
toabastecimiento, que en su conjunto conformaron una “economía de guerra”, en función de la rebelión, de manera similar a como ha 
ocurrido en la muy documentada experiencia internacional. 

Durante las conversaciones de paz, en forma progresiva y en relación estrecha con lo convenido en la Mesa de La Habana en diferentes 
momentos, las FARC-EP dejaron de utilizar las fuentes de captación de recursos para sustentar su “economía de guerra”. La cesación 
plena de la captación de recursos se produjo al momento del inicio del traslado a las Zonas y Puntos de Normalización, acción ésta con la 
cual desistieron además de su despliegue estratégico en el plano militar. 

Por consiguiente, a la fecha en que se debe entregar el inventario de bienes y activos (15 de agosto de 2017), debe tenerse en cuenta 
que las FARC-EP ya no están utilizando ningún medio para la captación de recursos y, lo que es aún más importante, no estarán actuando 
a través de sus integrantes sobre los bienes y activos declarados. 

3.1.2. Gasto de los recursos de la “economía de guerra” y estado patrimonial actual 

En una guerra tan intensa como la adelantada en Colombia y particularmente durante el período anterior al inicio de las conversaciones 
de paz, debe presumirse que buena parte de los recursos captados para financiar la “economía de guerra” fueron destinados para gastos 
de funcionamiento y que el mayor porcentaje del excedente se utilizó para la inversión bélica. Así como el gasto de las Fuerzas Militares y 
de Policía del Estado se incrementó en forma significativa durante las últimas décadas, otro tanto debe presumirse del gasto militar de 
los rebeldes. Y cuando cesan la operaciones de financiamiento, se recurre -por simple lógica- a gastar parte significativa de lo que se 
pueda haber acumulado. 

Con todo, hay bienes y valores remanentes, que son justamente los que las FARC-EP se comprometieron a declarar y sobre los que el 
Estado, particularmente por cuenta de la Fiscalía General de la Nación, afirma tener información consolidada. Mediante un ejercicio de 
análisis relativamente elemental puede afirmarse que los activos y bienes de las FARC-EP estarían, entre otros, constituidos por:

a) Los uniformes y bienes de uso personal que venían utilizando sus integrantes hasta el traslado las Zonas y Puntos de Normaliza-
ción;
b) Los bienes y redes para la movilización y la comunicación que se emplearon y que aún pueden ser utilizados;
c) El armamento que ha sido objeto del proceso de dejación armas;
d) Las obras de infraestructura (carreteras, puentes, represas, instalaciones, edificaciones para actividades de salud, educativas o cul-
turales de los  integrantes y de la población de las respectivas áreas o zonas territoriales);
e) Los semovientes que hoy pueden encontrarse en territorios ocupados o usufructuados por la organización con anterioridad a la 
fecha del inventario;
f) El dinero efectivo u otros bienes o valores;
g) Las tierras y otros bienes inmuebles.

3.1.3. Situaciones relativas a las tierras o bienes inmuebles

En su accionar las FARC EP no adquirieron ni podían adquirir formalmente tierras, dado que carecían de personería jurídica. Sin embargo, 
es indudable que sus operaciones exigían utilizar o usufructuar tierras o inmuebles, para lo cual es preciso distinguir las siguientes situa-
ciones:

a) Utilización de tierras baldías no ocupadas. Dado que los integrantes de las FARC-EP se encuentran ya en las Zonas y Puntos de Nor-
malización puede afirmarse que ninguna de estas tierras baldías se encuentran hoy ocupadas. Es posible que como resultado de la pose-
sión material se hayan hecho mejoras, que aún pueden persistir. Tales mejoras deberán tasarse en desarrollo de las medidas previstas en 
el Decreto objeto de estudio.
b) Utilización de tierras baldías ocupadas por terceras personas. Es probable que en su accionar las FARC-EP hayan realizado transac-
ciones económicas de diversa índole con sus ocupantes, la cuales terminaron con el traslado a las Zonas y Puntos de Normalización. En 
consecuencia, si aún  existen ocupantes, ellos son titulares del derecho material de posesión y de las mejoras que se hayan realizado. 
Además, al no estár siendo utilizadas por parte de las FARC EP, podrían entrar a operar los mecanismos judiciales vigentes para el resta-

blecimiento de la posesión material perdida transitoriamente. 
c) Utilización de tierras de propiedad privada. Lo ocurrido en esta hipótesis, puede haber dado lugar a dos situaciones: 
1) Los propietarios abandonaron los predios y como resultado de ello la organización rebelde los usufructuó e inclusive adicionó mejo-
ras o bienes. Como esa utilización también ha concluido, los propietarios deben haber regresado o están en capacidad de regresar a sus 
predios. Igualmente podrían operar los mecanismos judiciales vigentes para el restablecimiento de la posesión material perdida transito-
riamente. 
2) Los propietarios, en razón de la ocupación derivada de las acciones de guerra o militares, aceptaron transacciones económicas de 
diversa índole. Esta situación igualmente ya ha concluido y los predios correspondientes están siendo poseídos por sus titulares forma-
les. 
d) Otros bienes y valores: Dadas las condiciones irregulares, transitorias e itinerantes de las acciones militares guerrilleras, adelantadas 
durante un tiempo prolongado y en múltiples y complejas áreas de la geografía nacional, es posible y explicable que determinados bienes 
y activos no puedan ser individualizados en el inventario y correspondan a los que haya identificado la Fiscalía General de la Nación u 
otras autoridades del Estado.  En este caso tales bienes y valores, si así lo indican las FARC EP, podrían ser parte integrante del inventario, 
para los efectos legales correspondientes, previa verificación de las circunstancias que se indiquen, y siempre y cuando correspondan a 
las situaciones de la “economía de guerra” que se han señalado anteriormente.

3.1.4. La elaboración del inventario.

Las expresiones “acordado y elaborado” del inciso 4º del artículo 5º transitorio del Acto Legislativo No. 1 de 2017, se refieren a activida-
des propias e internas de las FARC EP y no suponen la confluencia de voluntades de otras personas.

4. El Patrimonio Autónomo y el Fondo Fiduciario

Como ya se indicó, lo consagrado en el inventario deberá incorporarse a un patrimonio autónomo sometido a administración fiduciaria, 
bajo las reglas que el Decreto contempla. A este respecto es preciso observar lo siguiente:

4.1. Patrimonio autónomo y administración fiduciaria

El Decreto-Ley 903 de 2017 creó de manera directa un Patrimonio Autónomo en cabeza del Departamento Administrativo de la Presi-
dencia. No se trata, por consiguiente de una persona jurídica. Esta modalidad la ha utilizado el legislador en otras materias. La misma ley 
señaló que la administración de dicho Fondo debe hacerse mediante contrato fiduciario, en el que se precisen los términos de la adminis-
tración, la destinación del patrimonio, los criterios para la monetización, y el gobierno del contrato fiduciario a través de un Consejo Fidu-
ciario. Todo esto se ajusta al ordenamiento jurídico.

4.2. La organización del Fondo.

Según la ley, una vez presentado el inventario, el Departamento Administrativo de la Presidencia debe proceder a celebrar el contrato 
para la administración del Patrimonio Autónomo a través de un Fondo Fiduciario. De esa manera se habilita la transferencia de los bienes 
y activos que conforman el patrimonio. La administración del Fondo a través del Fondo Fiduciario es competencia exclusiva del Gobierno 

Nacional. La función de la CSIVI consiste en recomendar; es decir no es vinculante. Por tanto, no puede predicarse incidencia de las 
FARC-EP en la administración del Fondo. 

4.3. El procedimiento de transferencia

La transferencia de los bienes y activos del inventario a la administración fiduciaria será un proceso complejo que no admite cuentas ale-
gres o titulares espectaculares de prensa como es ya práctica en el país. Según su naturaleza, en aquellos bienes sobre cuya titularidad 
jurídica no existan inconvenientes se podrá realizar la transferencia. Pero tratándose de aquellos respecto de los cuales existan dudas o 
dificultades para definir su titularidad jurídica, previamente deberá esclarecerse esa titularidad conforme a la ley para poder hacer la 
transferencia. Le corresponderá al Departamento Administrativo de la Presidencia definir cómo se debe proceder en cada caso.

A manera de ilustración, expongo algunas dificultades para la definición de la titularidad jurídica de los bienes:

Los bienes de carácter mueble que se incluyan en el inventario se pueden incorporar al Fondo y en determinados casos procederá su mo-
netización, atendiendo en todo caso las normas contables sobre la depreciación.

Tratándose de tierras o bienes inmuebles, para su ingreso al Fondo habría que distinguir:

a) Si se trata de tierras baldías, como tales pertenecen a la Nación y con ese carácter podrían llegar a ser parte del Fondo.
b) La mejoras en esas tierras baldías pueden carecer de titular y entrarían como tales al Fondo; pero pueden pertenecer a personas 
jurídicas o naturales, caso en el cual su ingreso al Fondo supondría la previa determinación de su titularidad y la forma de su reconoci-
miento económico por parte del Estado.
c) Si son de tierras de propiedad privada, la viabilidad de su ingreso al Fondo dependerá de la determinación de la titularidad de su pro-
piedad y de la forma de reconocimiento económico por parte del Estado.

En otras palabras, en el caso de derechos de posesión material o de derechos formales de propiedad, será preciso que entren a operar 
los mecanismos que ofrece el ordenamiento jurídico para su esclarecimiento e inclusive los establecidos para la restitución de tierras o 
para la recuperación de la posesión material, tales como la extinción del dominio, la clarificación de la propiedad, la recuperación de bal-
díos y la propia restitución de tierras.

Como se observa, las situaciones pueden llegar a ser muy complejas y, por lo tanto, sólo una vez conocidos los detalles y características 
de los bienes incluidos en el inventario, se podrán definir los mecanismos y procedimientos de incorporación o no al Fondo que, también 
pueden incluir los definidos en cuanto a extinción de dominio conforme al artículo 34 inciso 2º de la Constitución Política.

Por tanto, si se procede con rigor y con arreglo estricto al ordenamiento jurídico, debería evitarse toda demagogia propia de la política-es-
pectáculo acerca de la fabulosa fortuna de la guerrilla. En este punto vale la pena hacer un llámado a la sindéresis y un rechazo a la ins-
trumentalización con fines políticos y electorales del debate sobre los bienes de las FARC-EP.

4.4. La compatibilidad con la Unidad de Caja-art 359 de la CP

El artículo 350 de la Carta Política prohibe las rentas nacionales con destinación específica, pero exceptúa las destinadas a inversión 
social. Como lo precisaré en el punto subsiguiente, la destinación de los bienes del Fondo corresponde sin discusión alguna a inversión 
social. Por tanto, no se afecta en absoluto el principio constitucional (y de presupuestación) de la unidad de caja.

5. La destinación del Fondo Fiduciario

La destinación del Fondo Fiduciario es para inversión social y se ajusta plenamente al ordenamiento jurídico, en la medida en que el De-
creto 903 de 2017 señala que tal destinación debe hacerse “en el marco de las medidas de reparación integral y la implementación de los 
programas contemplados en el punto 3.2.2 del Acuerdo Final”. Con el Fondo se busca contribuir a dos propósitos esenciales de la termi-
nación del conflicto, la reparación integral de las víctimas y la reincorporación económica y social de las FARC-EP, ambos se suma impor-
tancia para consolidar las condiciones de una paz estable y duradera. Es obvio suponer además que se trata apenas de contribuir a los 
mencionados propósitos, pues el Fondo no tiene la capacidad financiera para suplir obligaciones y compromisos del Estado que deben 
asumirse con cargo a recursos del presupuesto, específicamente señalados para tal efecto. 

La destinación de recursos prevista en el decreto se refiere a dos situaciones particulares:

a) Recursos para la reparación integral de la víctimas derivados del cumplimiento de las decisiones que con carácter sancionatorio 
puedan imponerse en la Jurisdicción Especial para la Paz, bajo el concepto de justicia restaurativa que le es inherente a ella;

b) Recursos para aspectos de la reincorporación económica y social, en especial los del punto 3.2.2.7 del Acuerdo Final que se refiere a 
los “Planes o programas sociales” derivados del censo socioeconómico realizado por la Universidad Nacional de Colombia, los cuales 
tienen como destinatarios a los integrantes de las FARC-EP y sus familias. No se trata, como se ha malintepretado o tergiversado, de la 
financiación de todo el punto 3.2.2., que incluye al Centro de Pensamiento o prestaciones económicas como la renta básica, la asignación 
única de normalización, apoyos económicos para proyectos productivos, y seguridad social, para los cuales ya existe la asignación presu-
puestal correspondiente.

Esta destinación, que ha sido objeto de controversia, encuentra sustento además en desarrollos jurisprudenciales de la Honorable Corte 
Constitucional, como los incluidos en la Sentencia C370/06, conforme a la cual la responsabilidad patrimonial de los autores de conductas 
delictivas tiene como límite la “preservación de la subsistencia digna del sujeto a quien dicha responsabilidad se imputa”, pues de lo que 
se trata es de permitir que al mismo tiempo que se concurre a la reparación material de las víctimas, sea jurídicamente viable que se con-
templen recursos para la subsistencia digna de lo sujetos responsables, como son los indispensables para atender los programas socia-
les a que se ha hecho referencia.

Señoras y Señores Magistradas y Magistrados de la Honorable Corte Constitucional, en atención a lo aquí expuesto considero que el De-
creto 903 de 2017 se ajusta en todo al ordenamiento constitucional vigente. Por tanto, solicito a ustedes que se considere s exequibili-
dad.

Bogotá, 9 de agosto de 2017



Expediente RDL-035. Decreto Ley 903 de mayo de 2017, por el cual se dictan disposiciones sobre la realización de un inventario 
de bienes y activos a disposición de las FARC-EP

Magistrado Ponente: ALEJANDO LINARES CANTILLO

Intrvención de: JAIRO ESTRADA ÁLVAREZ
Vocero del Movimiento Voces de Paz y Reconciliación

1. La normatividad sometida a examen de constitucionalidad

La Honorable Corte Constitucional debe decidir sobre la exequibilidad del Decreto con fuerza de ley No. 903 de 2017.

1.1. Aspectos formales

Desde el punto de vista formal, la norma objeto de estudio se ajusta plenamente al ordenamiento constitucional por las siguientes razo-
nes:

a) Fue adoptada por el Gobierno nacional con fundamento en el artículo 2 del Acto Legislativo 01 de 2016, reforma constitucional ya 
sometida a juicio y declarada exequible por parte de esta Corporación;
b) Según lo establecido en los considerandos, su contenido ha observado con rigor los criterios de validez constitucional, satisfaciendo 
los requisitos de conexidad y necesida estricta (urgencia manifiesta), definidos en las sentencias C-699 de 2016, y C-160 y C-174 de 
2017.
c) Su trámite se surtió debidamente conforme a las normas procedimentales establecidas por el Acto Legislativo 01 de 2016.

1.2. Contenido material del Decreto

Desde el punto de vista material, el decreto se expide en el contexto de la excepcionalidad de la terminación de la expresión armada del 
conflicto político, económico y social. La materia de regulación es en sí misma una excepcionalidad referida al necesario tratamiento jurí-
dico que se le debe dar a una situación particular, cual es la derivada de la llamada economía de guerra. 

En ese sentido, el decreto contempla:

a) El compromiso de las FARC-EP de elaborar un inventario definitivo de sus bienes y activos dentro de un término o plazo que debe 
coincidir con la fecha de terminación de la existencia jurídica de las Zonas Veredales Transitorias de Normalización, ZVTN, y Puntos Tran-
sitorios de Normalización, PTN, así como el procedimiento para su entrega (art 1º y 2º);
b) La organización de un Fondo, como un patrimonio autónomo del Departamento Administrativo de la Presidencia, que servirá de re-
ceptor de todos los bienes y recursos patrimoniales monetizados y no monetizados inventariados (art 3º );
c) El definición de la finalidad del Fondo para la reparación material de las víctimas del conflicto, en el marco de las medidas de repara-

ción integral y de aspectos del proceso de reincorporación económica y social, contemplados en el punto 3.2.2 del Acuerdo Final (art 4º).
d) La protección de los derechos adquiridos de las víctimas, que no podrán ser limitados, anulados o restringidos por las medidas que 
se adopten conforme al Decreto (art 5º).

2. El fundamento jurídico del Decreto

El fundamento jurídico se encuentra definido en el artículo 1º del Decreto objeto de estudio, conforme al cual las FARC-EP deben elaborar 
un inventario definitivo de sus bienes y activos a más tardar en la fecha de terminación de la existencia jurídica de las Zonas y Puntos de 
Normalización. La existencia jurídica de las Zonas y Puntos ha tenido dos redefiniciones. La primera, por dos meses prorrogables, estable-
cida en el propio decreto y contada a partir de su entrada en vigor, es decir, hasta el 29 de julio de 2017; y la segunda, extendida desde 
esa fecha hasta el 15 de agosto. 

Según lo anterior, al día de hoy no ha concluido el plazo para el cumplimiento de esa obligación,  pero se ha informado que el 29 de julio 
las FARC-EP presentaron un inventario preliminar que deberá completarse en los días restantes, demostrándose una vez más que las 
FARC-EP vienen cumpliendo con todo a lo que se han comprometido.

3. Contenido y alcance del inventario

De acuerdo con las mismas normas citadas ese inventario debe referirse a bienes, activos, enseres y valores existentes a la fecha esta-
blecida. 

El alcance jurídico de ese inventario fue señalado en el artículo transitorio 5º del Acto Legislativo No. 1 de 2017, conforme al cual corres-
ponde a la jurisdicción ordinaria la investigación y juzgamiento de los delitos de que trata el libro segundo, capítulo quinto, título décimo 
del Código Penal, cuando tales delitos se cometan sobre bienes o activos que no hayan sido incluidos en el inventario definitivo acordado 
y elaborado durante el tiempo en que las FARC-EP permanezcan en las Zonas y Puntos de Normalización en el proceso de dejación de 
armas, y siempre que se hayan realizado actos de ejecución después de la entrega definitiva de ese inventario.

Las figuras delictivas a las cuales se refiere la norma son el lavado de activos, la omisión de control y de reportes sobre transacciones, 
movilización o almacenamiento de dinero, el testaferrato y el enriquecimiento ilícito de particulares.

Por tal razón, en armonía con ese artículo 5º transitorio, el Decreto dispuso en su artículo 2º que respecto de la tenencia, uso y usufructo 
colectivo o individual de los bienes, enseres y valores comprendidos en el inventario, transferidos al patrimonio autónomo -que se consi-
dere han sido bienes colectivos de las FARC-EP-, no cabe acción penal alguna por parte de la jurisdicción ordinaria por conductas cuyos 
actos de ejecución hayan ocurrido antes de la entrega de referido inventario, es decir, del 15 de agosto de 2017.

En consecuencia, el inventario es determinante para definir si conductas relacionadas con los bienes y valores incluidos en el mismo, no 
son delitos de competencia de la jurisdicción ordinaria y, por lo tanto, respecto de ellos no se podrá adelantar por la jurisdicción ordinaria 
acción penal alguna.

Las FARC-EP en tránsito a la vida civil y la actividad política legal son las menos interesadas en que se presenten situaciones que puedan 
ponerlas por fuera del Acuerdo Final y de sus desarrollos normativos. Además han manifestado que la obligación asumida en el Decreto 
903 de 2017, se inscribe dentro de su compromiso de contribuir a la reparación integral de las víctimas del conflicto.

3.1. Consideraciones sobre la realización del inventario

Para una mejor comprensión del inventario a entregar, es preciso tener en cuenta las siguientes consideraciones básicas:  

3.1.1. La existencia material de una “economía de guerra” y efectos del proceso de paz

Las FARC-EP han sido a lo largo de su historia, desde 1964, una organización de carácter político-militar, que se alzó en armas  en ejerci-
cio del derecho a la rebelión contra el orden social, económico y político existente. Por obvias razones, nunca han sido una persona jurídi-
ca bajo las modalidades definidas por el ordenamiento jurídico colombiano. Por consiguiente, de ellas no pueden predicarse, en estricto 
sentido, las características inherentes a toda persona jurídica, como la de ser titular jurídico del derecho de dominio o propiedad.

Durante el período del alzamiento armado las FARC-EP asumieron las caracteríticas propias de un ejército rebelde y operaron como tal en 
el territorio nacional y, obviamente, enfrentaron a las entidades y autoridades del Estado allí existentes. Asimismo, entraron en relación 
con la población allí asentada , sobre la base de decisiones y acciones  adoptadas y ejecutadas por las instancias definidas por la organi-
zación. Para operar como un ejército rebelde y llevar adelante sus planes político-militares, las FARC-EP tuvieron que asumir múltiples 
costos de funcionamiento e inversión, dentro de los cuales se encuentran:

a) El sostenimiento de sus integrantes y combatientes; 
b) La dotación militar y de material de intendencia;
c) La adquisición de armamento;
d) La provisión de la infraestructura indispensable para su accionar y para adelantar sus relaciones con las respectivas comunidades;
e) Los sistemas de salud y rehabilitación de sus integrantes y de la población afectada por el conflicto armado.

Tales costos fueron atendidos a través de diferentes fuentes, principalmente de tributación y del desarrollo de una economía para el au-
toabastecimiento, que en su conjunto conformaron una “economía de guerra”, en función de la rebelión, de manera similar a como ha 
ocurrido en la muy documentada experiencia internacional. 

Durante las conversaciones de paz, en forma progresiva y en relación estrecha con lo convenido en la Mesa de La Habana en diferentes 
momentos, las FARC-EP dejaron de utilizar las fuentes de captación de recursos para sustentar su “economía de guerra”. La cesación 
plena de la captación de recursos se produjo al momento del inicio del traslado a las Zonas y Puntos de Normalización, acción ésta con la 
cual desistieron además de su despliegue estratégico en el plano militar. 

Por consiguiente, a la fecha en que se debe entregar el inventario de bienes y activos (15 de agosto de 2017), debe tenerse en cuenta 
que las FARC-EP ya no están utilizando ningún medio para la captación de recursos y, lo que es aún más importante, no estarán actuando 
a través de sus integrantes sobre los bienes y activos declarados. 

3.1.2. Gasto de los recursos de la “economía de guerra” y estado patrimonial actual 

En una guerra tan intensa como la adelantada en Colombia y particularmente durante el período anterior al inicio de las conversaciones 
de paz, debe presumirse que buena parte de los recursos captados para financiar la “economía de guerra” fueron destinados para gastos 
de funcionamiento y que el mayor porcentaje del excedente se utilizó para la inversión bélica. Así como el gasto de las Fuerzas Militares y 
de Policía del Estado se incrementó en forma significativa durante las últimas décadas, otro tanto debe presumirse del gasto militar de 
los rebeldes. Y cuando cesan la operaciones de financiamiento, se recurre -por simple lógica- a gastar parte significativa de lo que se 
pueda haber acumulado. 

Con todo, hay bienes y valores remanentes, que son justamente los que las FARC-EP se comprometieron a declarar y sobre los que el 
Estado, particularmente por cuenta de la Fiscalía General de la Nación, afirma tener información consolidada. Mediante un ejercicio de 
análisis relativamente elemental puede afirmarse que los activos y bienes de las FARC-EP estarían, entre otros, constituidos por:

a) Los uniformes y bienes de uso personal que venían utilizando sus integrantes hasta el traslado las Zonas y Puntos de Normaliza-
ción;
b) Los bienes y redes para la movilización y la comunicación que se emplearon y que aún pueden ser utilizados;
c) El armamento que ha sido objeto del proceso de dejación armas;
d) Las obras de infraestructura (carreteras, puentes, represas, instalaciones, edificaciones para actividades de salud, educativas o cul-
turales de los  integrantes y de la población de las respectivas áreas o zonas territoriales);
e) Los semovientes que hoy pueden encontrarse en territorios ocupados o usufructuados por la organización con anterioridad a la 
fecha del inventario;
f) El dinero efectivo u otros bienes o valores;
g) Las tierras y otros bienes inmuebles.

3.1.3. Situaciones relativas a las tierras o bienes inmuebles

En su accionar las FARC EP no adquirieron ni podían adquirir formalmente tierras, dado que carecían de personería jurídica. Sin embargo, 
es indudable que sus operaciones exigían utilizar o usufructuar tierras o inmuebles, para lo cual es preciso distinguir las siguientes situa-
ciones:

a) Utilización de tierras baldías no ocupadas. Dado que los integrantes de las FARC-EP se encuentran ya en las Zonas y Puntos de Nor-
malización puede afirmarse que ninguna de estas tierras baldías se encuentran hoy ocupadas. Es posible que como resultado de la pose-
sión material se hayan hecho mejoras, que aún pueden persistir. Tales mejoras deberán tasarse en desarrollo de las medidas previstas en 
el Decreto objeto de estudio.
b) Utilización de tierras baldías ocupadas por terceras personas. Es probable que en su accionar las FARC-EP hayan realizado transac-
ciones económicas de diversa índole con sus ocupantes, la cuales terminaron con el traslado a las Zonas y Puntos de Normalización. En 
consecuencia, si aún  existen ocupantes, ellos son titulares del derecho material de posesión y de las mejoras que se hayan realizado. 
Además, al no estár siendo utilizadas por parte de las FARC EP, podrían entrar a operar los mecanismos judiciales vigentes para el resta-

blecimiento de la posesión material perdida transitoriamente. 
c) Utilización de tierras de propiedad privada. Lo ocurrido en esta hipótesis, puede haber dado lugar a dos situaciones: 
1) Los propietarios abandonaron los predios y como resultado de ello la organización rebelde los usufructuó e inclusive adicionó mejo-
ras o bienes. Como esa utilización también ha concluido, los propietarios deben haber regresado o están en capacidad de regresar a sus 
predios. Igualmente podrían operar los mecanismos judiciales vigentes para el restablecimiento de la posesión material perdida transito-
riamente. 
2) Los propietarios, en razón de la ocupación derivada de las acciones de guerra o militares, aceptaron transacciones económicas de 
diversa índole. Esta situación igualmente ya ha concluido y los predios correspondientes están siendo poseídos por sus titulares forma-
les. 
d) Otros bienes y valores: Dadas las condiciones irregulares, transitorias e itinerantes de las acciones militares guerrilleras, adelantadas 
durante un tiempo prolongado y en múltiples y complejas áreas de la geografía nacional, es posible y explicable que determinados bienes 
y activos no puedan ser individualizados en el inventario y correspondan a los que haya identificado la Fiscalía General de la Nación u 
otras autoridades del Estado.  En este caso tales bienes y valores, si así lo indican las FARC EP, podrían ser parte integrante del inventario, 
para los efectos legales correspondientes, previa verificación de las circunstancias que se indiquen, y siempre y cuando correspondan a 
las situaciones de la “economía de guerra” que se han señalado anteriormente.

3.1.4. La elaboración del inventario.

Las expresiones “acordado y elaborado” del inciso 4º del artículo 5º transitorio del Acto Legislativo No. 1 de 2017, se refieren a activida-
des propias e internas de las FARC EP y no suponen la confluencia de voluntades de otras personas.

4. El Patrimonio Autónomo y el Fondo Fiduciario

Como ya se indicó, lo consagrado en el inventario deberá incorporarse a un patrimonio autónomo sometido a administración fiduciaria, 
bajo las reglas que el Decreto contempla. A este respecto es preciso observar lo siguiente:

4.1. Patrimonio autónomo y administración fiduciaria

El Decreto-Ley 903 de 2017 creó de manera directa un Patrimonio Autónomo en cabeza del Departamento Administrativo de la Presi-
dencia. No se trata, por consiguiente de una persona jurídica. Esta modalidad la ha utilizado el legislador en otras materias. La misma ley 
señaló que la administración de dicho Fondo debe hacerse mediante contrato fiduciario, en el que se precisen los términos de la adminis-
tración, la destinación del patrimonio, los criterios para la monetización, y el gobierno del contrato fiduciario a través de un Consejo Fidu-
ciario. Todo esto se ajusta al ordenamiento jurídico.

4.2. La organización del Fondo.

Según la ley, una vez presentado el inventario, el Departamento Administrativo de la Presidencia debe proceder a celebrar el contrato 
para la administración del Patrimonio Autónomo a través de un Fondo Fiduciario. De esa manera se habilita la transferencia de los bienes 
y activos que conforman el patrimonio. La administración del Fondo a través del Fondo Fiduciario es competencia exclusiva del Gobierno 

Nacional. La función de la CSIVI consiste en recomendar; es decir no es vinculante. Por tanto, no puede predicarse incidencia de las 
FARC-EP en la administración del Fondo. 

4.3. El procedimiento de transferencia

La transferencia de los bienes y activos del inventario a la administración fiduciaria será un proceso complejo que no admite cuentas ale-
gres o titulares espectaculares de prensa como es ya práctica en el país. Según su naturaleza, en aquellos bienes sobre cuya titularidad 
jurídica no existan inconvenientes se podrá realizar la transferencia. Pero tratándose de aquellos respecto de los cuales existan dudas o 
dificultades para definir su titularidad jurídica, previamente deberá esclarecerse esa titularidad conforme a la ley para poder hacer la 
transferencia. Le corresponderá al Departamento Administrativo de la Presidencia definir cómo se debe proceder en cada caso.

A manera de ilustración, expongo algunas dificultades para la definición de la titularidad jurídica de los bienes:

Los bienes de carácter mueble que se incluyan en el inventario se pueden incorporar al Fondo y en determinados casos procederá su mo-
netización, atendiendo en todo caso las normas contables sobre la depreciación.

Tratándose de tierras o bienes inmuebles, para su ingreso al Fondo habría que distinguir:

a) Si se trata de tierras baldías, como tales pertenecen a la Nación y con ese carácter podrían llegar a ser parte del Fondo.
b) La mejoras en esas tierras baldías pueden carecer de titular y entrarían como tales al Fondo; pero pueden pertenecer a personas 
jurídicas o naturales, caso en el cual su ingreso al Fondo supondría la previa determinación de su titularidad y la forma de su reconoci-
miento económico por parte del Estado.
c) Si son de tierras de propiedad privada, la viabilidad de su ingreso al Fondo dependerá de la determinación de la titularidad de su pro-
piedad y de la forma de reconocimiento económico por parte del Estado.

En otras palabras, en el caso de derechos de posesión material o de derechos formales de propiedad, será preciso que entren a operar 
los mecanismos que ofrece el ordenamiento jurídico para su esclarecimiento e inclusive los establecidos para la restitución de tierras o 
para la recuperación de la posesión material, tales como la extinción del dominio, la clarificación de la propiedad, la recuperación de bal-
díos y la propia restitución de tierras.

Como se observa, las situaciones pueden llegar a ser muy complejas y, por lo tanto, sólo una vez conocidos los detalles y características 
de los bienes incluidos en el inventario, se podrán definir los mecanismos y procedimientos de incorporación o no al Fondo que, también 
pueden incluir los definidos en cuanto a extinción de dominio conforme al artículo 34 inciso 2º de la Constitución Política.

Por tanto, si se procede con rigor y con arreglo estricto al ordenamiento jurídico, debería evitarse toda demagogia propia de la política-es-
pectáculo acerca de la fabulosa fortuna de la guerrilla. En este punto vale la pena hacer un llámado a la sindéresis y un rechazo a la ins-
trumentalización con fines políticos y electorales del debate sobre los bienes de las FARC-EP.

4.4. La compatibilidad con la Unidad de Caja-art 359 de la CP

El artículo 350 de la Carta Política prohibe las rentas nacionales con destinación específica, pero exceptúa las destinadas a inversión 
social. Como lo precisaré en el punto subsiguiente, la destinación de los bienes del Fondo corresponde sin discusión alguna a inversión 
social. Por tanto, no se afecta en absoluto el principio constitucional (y de presupuestación) de la unidad de caja.

5. La destinación del Fondo Fiduciario

La destinación del Fondo Fiduciario es para inversión social y se ajusta plenamente al ordenamiento jurídico, en la medida en que el De-
creto 903 de 2017 señala que tal destinación debe hacerse “en el marco de las medidas de reparación integral y la implementación de los 
programas contemplados en el punto 3.2.2 del Acuerdo Final”. Con el Fondo se busca contribuir a dos propósitos esenciales de la termi-
nación del conflicto, la reparación integral de las víctimas y la reincorporación económica y social de las FARC-EP, ambos se suma impor-
tancia para consolidar las condiciones de una paz estable y duradera. Es obvio suponer además que se trata apenas de contribuir a los 
mencionados propósitos, pues el Fondo no tiene la capacidad financiera para suplir obligaciones y compromisos del Estado que deben 
asumirse con cargo a recursos del presupuesto, específicamente señalados para tal efecto. 

La destinación de recursos prevista en el decreto se refiere a dos situaciones particulares:

a) Recursos para la reparación integral de la víctimas derivados del cumplimiento de las decisiones que con carácter sancionatorio 
puedan imponerse en la Jurisdicción Especial para la Paz, bajo el concepto de justicia restaurativa que le es inherente a ella;

b) Recursos para aspectos de la reincorporación económica y social, en especial los del punto 3.2.2.7 del Acuerdo Final que se refiere a 
los “Planes o programas sociales” derivados del censo socioeconómico realizado por la Universidad Nacional de Colombia, los cuales 
tienen como destinatarios a los integrantes de las FARC-EP y sus familias. No se trata, como se ha malintepretado o tergiversado, de la 
financiación de todo el punto 3.2.2., que incluye al Centro de Pensamiento o prestaciones económicas como la renta básica, la asignación 
única de normalización, apoyos económicos para proyectos productivos, y seguridad social, para los cuales ya existe la asignación presu-
puestal correspondiente.

Esta destinación, que ha sido objeto de controversia, encuentra sustento además en desarrollos jurisprudenciales de la Honorable Corte 
Constitucional, como los incluidos en la Sentencia C370/06, conforme a la cual la responsabilidad patrimonial de los autores de conductas 
delictivas tiene como límite la “preservación de la subsistencia digna del sujeto a quien dicha responsabilidad se imputa”, pues de lo que 
se trata es de permitir que al mismo tiempo que se concurre a la reparación material de las víctimas, sea jurídicamente viable que se con-
templen recursos para la subsistencia digna de lo sujetos responsables, como son los indispensables para atender los programas socia-
les a que se ha hecho referencia.

Señoras y Señores Magistradas y Magistrados de la Honorable Corte Constitucional, en atención a lo aquí expuesto considero que el De-
creto 903 de 2017 se ajusta en todo al ordenamiento constitucional vigente. Por tanto, solicito a ustedes que se considere s exequibili-
dad.

Bogotá, 9 de agosto de 2017



Expediente RDL-035. Decreto Ley 903 de mayo de 2017, por el cual se dictan disposiciones sobre la realización de un inventario 
de bienes y activos a disposición de las FARC-EP

Magistrado Ponente: ALEJANDO LINARES CANTILLO

Intrvención de: JAIRO ESTRADA ÁLVAREZ
Vocero del Movimiento Voces de Paz y Reconciliación

1. La normatividad sometida a examen de constitucionalidad

La Honorable Corte Constitucional debe decidir sobre la exequibilidad del Decreto con fuerza de ley No. 903 de 2017.

1.1. Aspectos formales

Desde el punto de vista formal, la norma objeto de estudio se ajusta plenamente al ordenamiento constitucional por las siguientes razo-
nes:

a) Fue adoptada por el Gobierno nacional con fundamento en el artículo 2 del Acto Legislativo 01 de 2016, reforma constitucional ya 
sometida a juicio y declarada exequible por parte de esta Corporación;
b) Según lo establecido en los considerandos, su contenido ha observado con rigor los criterios de validez constitucional, satisfaciendo 
los requisitos de conexidad y necesida estricta (urgencia manifiesta), definidos en las sentencias C-699 de 2016, y C-160 y C-174 de 
2017.
c) Su trámite se surtió debidamente conforme a las normas procedimentales establecidas por el Acto Legislativo 01 de 2016.

1.2. Contenido material del Decreto

Desde el punto de vista material, el decreto se expide en el contexto de la excepcionalidad de la terminación de la expresión armada del 
conflicto político, económico y social. La materia de regulación es en sí misma una excepcionalidad referida al necesario tratamiento jurí-
dico que se le debe dar a una situación particular, cual es la derivada de la llamada economía de guerra. 

En ese sentido, el decreto contempla:

a) El compromiso de las FARC-EP de elaborar un inventario definitivo de sus bienes y activos dentro de un término o plazo que debe 
coincidir con la fecha de terminación de la existencia jurídica de las Zonas Veredales Transitorias de Normalización, ZVTN, y Puntos Tran-
sitorios de Normalización, PTN, así como el procedimiento para su entrega (art 1º y 2º);
b) La organización de un Fondo, como un patrimonio autónomo del Departamento Administrativo de la Presidencia, que servirá de re-
ceptor de todos los bienes y recursos patrimoniales monetizados y no monetizados inventariados (art 3º );
c) El definición de la finalidad del Fondo para la reparación material de las víctimas del conflicto, en el marco de las medidas de repara-

ción integral y de aspectos del proceso de reincorporación económica y social, contemplados en el punto 3.2.2 del Acuerdo Final (art 4º).
d) La protección de los derechos adquiridos de las víctimas, que no podrán ser limitados, anulados o restringidos por las medidas que 
se adopten conforme al Decreto (art 5º).

2. El fundamento jurídico del Decreto

El fundamento jurídico se encuentra definido en el artículo 1º del Decreto objeto de estudio, conforme al cual las FARC-EP deben elaborar 
un inventario definitivo de sus bienes y activos a más tardar en la fecha de terminación de la existencia jurídica de las Zonas y Puntos de 
Normalización. La existencia jurídica de las Zonas y Puntos ha tenido dos redefiniciones. La primera, por dos meses prorrogables, estable-
cida en el propio decreto y contada a partir de su entrada en vigor, es decir, hasta el 29 de julio de 2017; y la segunda, extendida desde 
esa fecha hasta el 15 de agosto. 

Según lo anterior, al día de hoy no ha concluido el plazo para el cumplimiento de esa obligación,  pero se ha informado que el 29 de julio 
las FARC-EP presentaron un inventario preliminar que deberá completarse en los días restantes, demostrándose una vez más que las 
FARC-EP vienen cumpliendo con todo a lo que se han comprometido.

3. Contenido y alcance del inventario

De acuerdo con las mismas normas citadas ese inventario debe referirse a bienes, activos, enseres y valores existentes a la fecha esta-
blecida. 

El alcance jurídico de ese inventario fue señalado en el artículo transitorio 5º del Acto Legislativo No. 1 de 2017, conforme al cual corres-
ponde a la jurisdicción ordinaria la investigación y juzgamiento de los delitos de que trata el libro segundo, capítulo quinto, título décimo 
del Código Penal, cuando tales delitos se cometan sobre bienes o activos que no hayan sido incluidos en el inventario definitivo acordado 
y elaborado durante el tiempo en que las FARC-EP permanezcan en las Zonas y Puntos de Normalización en el proceso de dejación de 
armas, y siempre que se hayan realizado actos de ejecución después de la entrega definitiva de ese inventario.

Las figuras delictivas a las cuales se refiere la norma son el lavado de activos, la omisión de control y de reportes sobre transacciones, 
movilización o almacenamiento de dinero, el testaferrato y el enriquecimiento ilícito de particulares.

Por tal razón, en armonía con ese artículo 5º transitorio, el Decreto dispuso en su artículo 2º que respecto de la tenencia, uso y usufructo 
colectivo o individual de los bienes, enseres y valores comprendidos en el inventario, transferidos al patrimonio autónomo -que se consi-
dere han sido bienes colectivos de las FARC-EP-, no cabe acción penal alguna por parte de la jurisdicción ordinaria por conductas cuyos 
actos de ejecución hayan ocurrido antes de la entrega de referido inventario, es decir, del 15 de agosto de 2017.

En consecuencia, el inventario es determinante para definir si conductas relacionadas con los bienes y valores incluidos en el mismo, no 
son delitos de competencia de la jurisdicción ordinaria y, por lo tanto, respecto de ellos no se podrá adelantar por la jurisdicción ordinaria 
acción penal alguna.

Las FARC-EP en tránsito a la vida civil y la actividad política legal son las menos interesadas en que se presenten situaciones que puedan 
ponerlas por fuera del Acuerdo Final y de sus desarrollos normativos. Además han manifestado que la obligación asumida en el Decreto 
903 de 2017, se inscribe dentro de su compromiso de contribuir a la reparación integral de las víctimas del conflicto.

3.1. Consideraciones sobre la realización del inventario

Para una mejor comprensión del inventario a entregar, es preciso tener en cuenta las siguientes consideraciones básicas:  

3.1.1. La existencia material de una “economía de guerra” y efectos del proceso de paz

Las FARC-EP han sido a lo largo de su historia, desde 1964, una organización de carácter político-militar, que se alzó en armas  en ejerci-
cio del derecho a la rebelión contra el orden social, económico y político existente. Por obvias razones, nunca han sido una persona jurídi-
ca bajo las modalidades definidas por el ordenamiento jurídico colombiano. Por consiguiente, de ellas no pueden predicarse, en estricto 
sentido, las características inherentes a toda persona jurídica, como la de ser titular jurídico del derecho de dominio o propiedad.

Durante el período del alzamiento armado las FARC-EP asumieron las caracteríticas propias de un ejército rebelde y operaron como tal en 
el territorio nacional y, obviamente, enfrentaron a las entidades y autoridades del Estado allí existentes. Asimismo, entraron en relación 
con la población allí asentada , sobre la base de decisiones y acciones  adoptadas y ejecutadas por las instancias definidas por la organi-
zación. Para operar como un ejército rebelde y llevar adelante sus planes político-militares, las FARC-EP tuvieron que asumir múltiples 
costos de funcionamiento e inversión, dentro de los cuales se encuentran:

a) El sostenimiento de sus integrantes y combatientes; 
b) La dotación militar y de material de intendencia;
c) La adquisición de armamento;
d) La provisión de la infraestructura indispensable para su accionar y para adelantar sus relaciones con las respectivas comunidades;
e) Los sistemas de salud y rehabilitación de sus integrantes y de la población afectada por el conflicto armado.

Tales costos fueron atendidos a través de diferentes fuentes, principalmente de tributación y del desarrollo de una economía para el au-
toabastecimiento, que en su conjunto conformaron una “economía de guerra”, en función de la rebelión, de manera similar a como ha 
ocurrido en la muy documentada experiencia internacional. 

Durante las conversaciones de paz, en forma progresiva y en relación estrecha con lo convenido en la Mesa de La Habana en diferentes 
momentos, las FARC-EP dejaron de utilizar las fuentes de captación de recursos para sustentar su “economía de guerra”. La cesación 
plena de la captación de recursos se produjo al momento del inicio del traslado a las Zonas y Puntos de Normalización, acción ésta con la 
cual desistieron además de su despliegue estratégico en el plano militar. 

Por consiguiente, a la fecha en que se debe entregar el inventario de bienes y activos (15 de agosto de 2017), debe tenerse en cuenta 
que las FARC-EP ya no están utilizando ningún medio para la captación de recursos y, lo que es aún más importante, no estarán actuando 
a través de sus integrantes sobre los bienes y activos declarados. 

3.1.2. Gasto de los recursos de la “economía de guerra” y estado patrimonial actual 

En una guerra tan intensa como la adelantada en Colombia y particularmente durante el período anterior al inicio de las conversaciones 
de paz, debe presumirse que buena parte de los recursos captados para financiar la “economía de guerra” fueron destinados para gastos 
de funcionamiento y que el mayor porcentaje del excedente se utilizó para la inversión bélica. Así como el gasto de las Fuerzas Militares y 
de Policía del Estado se incrementó en forma significativa durante las últimas décadas, otro tanto debe presumirse del gasto militar de 
los rebeldes. Y cuando cesan la operaciones de financiamiento, se recurre -por simple lógica- a gastar parte significativa de lo que se 
pueda haber acumulado. 

Con todo, hay bienes y valores remanentes, que son justamente los que las FARC-EP se comprometieron a declarar y sobre los que el 
Estado, particularmente por cuenta de la Fiscalía General de la Nación, afirma tener información consolidada. Mediante un ejercicio de 
análisis relativamente elemental puede afirmarse que los activos y bienes de las FARC-EP estarían, entre otros, constituidos por:

a) Los uniformes y bienes de uso personal que venían utilizando sus integrantes hasta el traslado las Zonas y Puntos de Normaliza-
ción;
b) Los bienes y redes para la movilización y la comunicación que se emplearon y que aún pueden ser utilizados;
c) El armamento que ha sido objeto del proceso de dejación armas;
d) Las obras de infraestructura (carreteras, puentes, represas, instalaciones, edificaciones para actividades de salud, educativas o cul-
turales de los  integrantes y de la población de las respectivas áreas o zonas territoriales);
e) Los semovientes que hoy pueden encontrarse en territorios ocupados o usufructuados por la organización con anterioridad a la 
fecha del inventario;
f) El dinero efectivo u otros bienes o valores;
g) Las tierras y otros bienes inmuebles.

3.1.3. Situaciones relativas a las tierras o bienes inmuebles

En su accionar las FARC EP no adquirieron ni podían adquirir formalmente tierras, dado que carecían de personería jurídica. Sin embargo, 
es indudable que sus operaciones exigían utilizar o usufructuar tierras o inmuebles, para lo cual es preciso distinguir las siguientes situa-
ciones:

a) Utilización de tierras baldías no ocupadas. Dado que los integrantes de las FARC-EP se encuentran ya en las Zonas y Puntos de Nor-
malización puede afirmarse que ninguna de estas tierras baldías se encuentran hoy ocupadas. Es posible que como resultado de la pose-
sión material se hayan hecho mejoras, que aún pueden persistir. Tales mejoras deberán tasarse en desarrollo de las medidas previstas en 
el Decreto objeto de estudio.
b) Utilización de tierras baldías ocupadas por terceras personas. Es probable que en su accionar las FARC-EP hayan realizado transac-
ciones económicas de diversa índole con sus ocupantes, la cuales terminaron con el traslado a las Zonas y Puntos de Normalización. En 
consecuencia, si aún  existen ocupantes, ellos son titulares del derecho material de posesión y de las mejoras que se hayan realizado. 
Además, al no estár siendo utilizadas por parte de las FARC EP, podrían entrar a operar los mecanismos judiciales vigentes para el resta-

blecimiento de la posesión material perdida transitoriamente. 
c) Utilización de tierras de propiedad privada. Lo ocurrido en esta hipótesis, puede haber dado lugar a dos situaciones: 
1) Los propietarios abandonaron los predios y como resultado de ello la organización rebelde los usufructuó e inclusive adicionó mejo-
ras o bienes. Como esa utilización también ha concluido, los propietarios deben haber regresado o están en capacidad de regresar a sus 
predios. Igualmente podrían operar los mecanismos judiciales vigentes para el restablecimiento de la posesión material perdida transito-
riamente. 
2) Los propietarios, en razón de la ocupación derivada de las acciones de guerra o militares, aceptaron transacciones económicas de 
diversa índole. Esta situación igualmente ya ha concluido y los predios correspondientes están siendo poseídos por sus titulares forma-
les. 
d) Otros bienes y valores: Dadas las condiciones irregulares, transitorias e itinerantes de las acciones militares guerrilleras, adelantadas 
durante un tiempo prolongado y en múltiples y complejas áreas de la geografía nacional, es posible y explicable que determinados bienes 
y activos no puedan ser individualizados en el inventario y correspondan a los que haya identificado la Fiscalía General de la Nación u 
otras autoridades del Estado.  En este caso tales bienes y valores, si así lo indican las FARC EP, podrían ser parte integrante del inventario, 
para los efectos legales correspondientes, previa verificación de las circunstancias que se indiquen, y siempre y cuando correspondan a 
las situaciones de la “economía de guerra” que se han señalado anteriormente.

3.1.4. La elaboración del inventario.

Las expresiones “acordado y elaborado” del inciso 4º del artículo 5º transitorio del Acto Legislativo No. 1 de 2017, se refieren a activida-
des propias e internas de las FARC EP y no suponen la confluencia de voluntades de otras personas.

4. El Patrimonio Autónomo y el Fondo Fiduciario

Como ya se indicó, lo consagrado en el inventario deberá incorporarse a un patrimonio autónomo sometido a administración fiduciaria, 
bajo las reglas que el Decreto contempla. A este respecto es preciso observar lo siguiente:

4.1. Patrimonio autónomo y administración fiduciaria

El Decreto-Ley 903 de 2017 creó de manera directa un Patrimonio Autónomo en cabeza del Departamento Administrativo de la Presi-
dencia. No se trata, por consiguiente de una persona jurídica. Esta modalidad la ha utilizado el legislador en otras materias. La misma ley 
señaló que la administración de dicho Fondo debe hacerse mediante contrato fiduciario, en el que se precisen los términos de la adminis-
tración, la destinación del patrimonio, los criterios para la monetización, y el gobierno del contrato fiduciario a través de un Consejo Fidu-
ciario. Todo esto se ajusta al ordenamiento jurídico.

4.2. La organización del Fondo.

Según la ley, una vez presentado el inventario, el Departamento Administrativo de la Presidencia debe proceder a celebrar el contrato 
para la administración del Patrimonio Autónomo a través de un Fondo Fiduciario. De esa manera se habilita la transferencia de los bienes 
y activos que conforman el patrimonio. La administración del Fondo a través del Fondo Fiduciario es competencia exclusiva del Gobierno 

Nacional. La función de la CSIVI consiste en recomendar; es decir no es vinculante. Por tanto, no puede predicarse incidencia de las 
FARC-EP en la administración del Fondo. 

4.3. El procedimiento de transferencia

La transferencia de los bienes y activos del inventario a la administración fiduciaria será un proceso complejo que no admite cuentas ale-
gres o titulares espectaculares de prensa como es ya práctica en el país. Según su naturaleza, en aquellos bienes sobre cuya titularidad 
jurídica no existan inconvenientes se podrá realizar la transferencia. Pero tratándose de aquellos respecto de los cuales existan dudas o 
dificultades para definir su titularidad jurídica, previamente deberá esclarecerse esa titularidad conforme a la ley para poder hacer la 
transferencia. Le corresponderá al Departamento Administrativo de la Presidencia definir cómo se debe proceder en cada caso.

A manera de ilustración, expongo algunas dificultades para la definición de la titularidad jurídica de los bienes:

Los bienes de carácter mueble que se incluyan en el inventario se pueden incorporar al Fondo y en determinados casos procederá su mo-
netización, atendiendo en todo caso las normas contables sobre la depreciación.

Tratándose de tierras o bienes inmuebles, para su ingreso al Fondo habría que distinguir:

a) Si se trata de tierras baldías, como tales pertenecen a la Nación y con ese carácter podrían llegar a ser parte del Fondo.
b) La mejoras en esas tierras baldías pueden carecer de titular y entrarían como tales al Fondo; pero pueden pertenecer a personas 
jurídicas o naturales, caso en el cual su ingreso al Fondo supondría la previa determinación de su titularidad y la forma de su reconoci-
miento económico por parte del Estado.
c) Si son de tierras de propiedad privada, la viabilidad de su ingreso al Fondo dependerá de la determinación de la titularidad de su pro-
piedad y de la forma de reconocimiento económico por parte del Estado.

En otras palabras, en el caso de derechos de posesión material o de derechos formales de propiedad, será preciso que entren a operar 
los mecanismos que ofrece el ordenamiento jurídico para su esclarecimiento e inclusive los establecidos para la restitución de tierras o 
para la recuperación de la posesión material, tales como la extinción del dominio, la clarificación de la propiedad, la recuperación de bal-
díos y la propia restitución de tierras.

Como se observa, las situaciones pueden llegar a ser muy complejas y, por lo tanto, sólo una vez conocidos los detalles y características 
de los bienes incluidos en el inventario, se podrán definir los mecanismos y procedimientos de incorporación o no al Fondo que, también 
pueden incluir los definidos en cuanto a extinción de dominio conforme al artículo 34 inciso 2º de la Constitución Política.

Por tanto, si se procede con rigor y con arreglo estricto al ordenamiento jurídico, debería evitarse toda demagogia propia de la política-es-
pectáculo acerca de la fabulosa fortuna de la guerrilla. En este punto vale la pena hacer un llámado a la sindéresis y un rechazo a la ins-
trumentalización con fines políticos y electorales del debate sobre los bienes de las FARC-EP.

4.4. La compatibilidad con la Unidad de Caja-art 359 de la CP

El artículo 350 de la Carta Política prohibe las rentas nacionales con destinación específica, pero exceptúa las destinadas a inversión 
social. Como lo precisaré en el punto subsiguiente, la destinación de los bienes del Fondo corresponde sin discusión alguna a inversión 
social. Por tanto, no se afecta en absoluto el principio constitucional (y de presupuestación) de la unidad de caja.

5. La destinación del Fondo Fiduciario

La destinación del Fondo Fiduciario es para inversión social y se ajusta plenamente al ordenamiento jurídico, en la medida en que el De-
creto 903 de 2017 señala que tal destinación debe hacerse “en el marco de las medidas de reparación integral y la implementación de los 
programas contemplados en el punto 3.2.2 del Acuerdo Final”. Con el Fondo se busca contribuir a dos propósitos esenciales de la termi-
nación del conflicto, la reparación integral de las víctimas y la reincorporación económica y social de las FARC-EP, ambos se suma impor-
tancia para consolidar las condiciones de una paz estable y duradera. Es obvio suponer además que se trata apenas de contribuir a los 
mencionados propósitos, pues el Fondo no tiene la capacidad financiera para suplir obligaciones y compromisos del Estado que deben 
asumirse con cargo a recursos del presupuesto, específicamente señalados para tal efecto. 

La destinación de recursos prevista en el decreto se refiere a dos situaciones particulares:

a) Recursos para la reparación integral de la víctimas derivados del cumplimiento de las decisiones que con carácter sancionatorio 
puedan imponerse en la Jurisdicción Especial para la Paz, bajo el concepto de justicia restaurativa que le es inherente a ella;

b) Recursos para aspectos de la reincorporación económica y social, en especial los del punto 3.2.2.7 del Acuerdo Final que se refiere a 
los “Planes o programas sociales” derivados del censo socioeconómico realizado por la Universidad Nacional de Colombia, los cuales 
tienen como destinatarios a los integrantes de las FARC-EP y sus familias. No se trata, como se ha malintepretado o tergiversado, de la 
financiación de todo el punto 3.2.2., que incluye al Centro de Pensamiento o prestaciones económicas como la renta básica, la asignación 
única de normalización, apoyos económicos para proyectos productivos, y seguridad social, para los cuales ya existe la asignación presu-
puestal correspondiente.

Esta destinación, que ha sido objeto de controversia, encuentra sustento además en desarrollos jurisprudenciales de la Honorable Corte 
Constitucional, como los incluidos en la Sentencia C370/06, conforme a la cual la responsabilidad patrimonial de los autores de conductas 
delictivas tiene como límite la “preservación de la subsistencia digna del sujeto a quien dicha responsabilidad se imputa”, pues de lo que 
se trata es de permitir que al mismo tiempo que se concurre a la reparación material de las víctimas, sea jurídicamente viable que se con-
templen recursos para la subsistencia digna de lo sujetos responsables, como son los indispensables para atender los programas socia-
les a que se ha hecho referencia.

Señoras y Señores Magistradas y Magistrados de la Honorable Corte Constitucional, en atención a lo aquí expuesto considero que el De-
creto 903 de 2017 se ajusta en todo al ordenamiento constitucional vigente. Por tanto, solicito a ustedes que se considere s exequibili-
dad.

Bogotá, 9 de agosto de 2017


